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TÍTULO II
Limitaciones de la propiedad sobre los terrenos contiguos a la ribera del mar 

por razones de protección del dominio público marítimo-terrestre

CAPÍTULO I
Objetivos y disposiciones generales

Artículo 20.  
La protección del dominio público marítimo-terrestre comprende la defensa de su 

integridad y de los fines de uso general a que está destinado; la preservación de sus 
características y elementos naturales y la prevención de las perjudiciales consecuencias de 
obras e instalaciones, en los términos de la presente Ley.

Artículo 21.  
1. A efectos de lo previsto en el artículo anterior, los terrenos colindantes con el dominio

público marítimo-terrestre estarán sujetos a las limitaciones y servidumbres que se 
determinan en el presente título, prevaleciendo sobre la interposición de cualquier acción. 
Las servidumbres serán imprescriptibles en todo caso.

2. Se exceptúan de esta sujeción los terrenos expresamente declarados de interés para
la seguridad y la defensa nacional, conforme a su legislación específica.

3. Las disposiciones de este título tienen el carácter de regulación mínima y
complementaria de las que dicten las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus 
competencias.

Artículo 22.  
1. La Administración del Estado dictará normas para la protección de determinados

tramos de costa, en desarrollo de lo previsto en los artículos 23.2, 25, 26.1, 27.2, 28.1 y 29 
de esta Ley.

2. Antes de la aprobación definitiva de las normas a que se refiere el a apartado anterior,
se someterán a informe de las Comunidades Autónomas y de los Ayuntamientos a cuyo 
territorio afecten, para que los mismos puedan formular las objeciones que deriven de sus 
instrumentos de ordenación aprobados o en tramitación. Cuando se observen discrepancias 
sustanciales entre el contenido de las normas proyectadas y las objeciones formuladas por 
las Comunidades Autónomas y los Ayuntamientos, se abrirá un período de consulta entre las 
tres Administraciones para resolver de común acuerdo las diferencias manifestadas.

CAPÍTULO II
Servidumbres legales

Sección 1.ª Servidumbre de protección

Artículo 23.  
1. La servidumbre de protección recaerá sobre una zona de 100 metros medida tierra

adentro desde el límite interior de la ribera del mar.
2. La extensión de esta zona podrá ser ampliada por la Administración del Estado, de

acuerdo con la de la Comunidad Autónoma y el Ayuntamiento correspondiente, hasta un 
máximo de otros 100 metros, cuando sea necesario para asegurar la efectividad de la 
servidumbre, en atención a las peculiaridades del tramo de costa de que se trate.

3. En las márgenes de los ríos hasta donde sean sensibles las mareas la extensión de
esta zona podrá reducirse por la Administración del Estado, de acuerdo con la Comunidad 
Autónoma y Ayuntamiento correspondiente, hasta un mínimo de 20 metros, en atención a las 
características geomorfológicas, a sus ambientes de vegetación, y a su distancia respecto de 
la desembocadura, conforme a lo que reglamentariamente se disponga.
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Artículo 24.  
1. En los terrenos comprendidos en esta zona se podrán realizar sin necesidad de

autorización cultivos y plantaciones, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 27.
2. En los primeros 20 metros de esta zona se podrán depositar temporalmente objetos o

materiales arrojados por el mar y realizar operaciones de salvamento marítimo; no podrán 
llevarse a cabo cerramientos, salvo en las condiciones que se determinen 
reglamentariamente.

Los daños que se ocasionen por las ocupaciones a que se refiere el párrafo anterior 
serán objeto de indemnización según lo previsto en la Ley de Expropiación Forzosa.

Artículo 25.  
1. En la zona de servidumbre de protección estarán prohibidos:

a) Las edificaciones destinadas a residencia o habitación.
b) La construcción o modificación de vías de transporte interurbanas y las de intensidad

de tráfico superior a la que se determine reglamentariamente, así como de sus áreas de 
servicio.

c) Las actividades que impliquen la destrucción de yacimientos de áridos naturales o no
consolidados, entendiéndose por tales los lugares donde existen acumulaciones de 
materiales detríticos tipo arenas o gravas.

d) El tendido aéreo de líneas eléctricas de alta tensión.
e) El vertido de residuos sólidos, escombros y aguas residuales sin depuración.
f) La publicidad a través de carteles o vallas o por medios acústicos o audiovisuales.

2. Con carácter ordinario, solo se permitirán en esta zona, las obras, instalaciones y
actividades que, por su naturaleza, no puedan tener otra ubicación, como los 
establecimientos de cultivo marino o las salinas marítimas, o aquellos que presten servicios 
necesarios o convenientes para el uso del dominio público marítimo-terrestre, así como las 
instalaciones deportivas descubiertas. En todo caso, la ejecución de terraplenes, desmontes 
o tala de árboles deberán cumplir las condiciones que se determinen reglamentariamente
para garantizar la protección del dominio público.

3. Excepcionalmente y por razones de utilidad pública debidamente acreditadas, el
Consejo de Ministros podrá autorizar las actividades e instalaciones a que se refieren las 
letras b) y d) del apartado 1 de este artículo. En la misma forma podrán ser autorizadas las 
edificaciones a que se refiere la letra a) y las instalaciones industriales en las que no 
concurran los requisitos del apartado 2, que sean de excepcional importancia y que, por 
razones económicas justificadas, sea conveniente su ubicación en el litoral, siempre que, en 
ambos casos, se localicen en zonas de servidumbres correspondientes a tramos de costa 
que no constituyan playa, ni zonas húmedas u otros ámbitos de especial protección. Las 
actuaciones que se autoricen conforme a lo previsto en este apartado deberán acomodarse 
al planeamiento urbanístico que se apruebe por las Administraciones competentes.

4. Reglamentariamente se establecerán las condiciones en las que se podrá autorizar la
publicidad, a que se refiere la letra f) del apartado 1 de este artículo, siempre que sea parte 
integrante o acompañe a instalaciones o actividades permitidas y no sea incompatible con la 
finalidad de la servidumbre de protección.

Artículo 26.  
1. (Anulado).
2. Si la actividad solicitada estuviese vinculada directamente a la utilización del dominio

público marítimo-terrestre será necesario, en su caso, disponer previamente del 
correspondiente título administrativo otorgado conforme a esta Ley.

Sección 2.ª Servidumbre de tránsito

Artículo 27.  
1. La servidumbre de tránsito recaerá sobre una franja de 6 metros, medidos tierra

adentro a partir del límite interior de la ribera del mar. Esta zona deberá dejarse 
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permanentemente expedita para el paso público peatonal y para los vehículos de vigilancia y 
salvamento, salvo en espacios especialmente protegidos.

2. En lugares de tránsito difícil o peligroso dicha anchura podrá ampliarse en lo que
resulte necesario, hasta un máximo de 20 metros.

3. Esta zona podrá ser ocupada excepcionalmente por obras a realizar en el dominio
público marítimo-terrestre. En tal caso se sustituirá la zona de servidumbre por otra nueva en 
condiciones análogas, en la forma en que se señale por la Administración del Estado. 
También podrá ser ocupada para la ejecución de paseos marítimos.

Sección 3.ª Servidumbre de acceso al mar

Artículo 28.  
1. La servidumbre de acceso público y gratuito al mar recaerá, en la forma que se

determina en los números siguientes, sobre los terrenos colindantes o contiguos al dominio 
público marítimo-terrestre, en la longitud y anchura que demanden la naturaleza y finalidad 
del acceso.

2. Para asegurar el uso público del dominio público marítimo-terrestre, los planes y
normas de ordenación territorial y urbanística del litoral establecerán, salvo en espacios 
calificados como de especial protección, la previsión de suficientes accesos al mar y 
aparcamientos, fuera del dominio público marítimo-terrestre. A estos efectos, en las zonas 
urbanas y urbanizables, los de tráfico rodado deberán estar separados entre sí, como 
máximo, 500 metros, y los peatonales, 200 metros. Todos los accesos deberán estar 
señalizados y abiertos al uso público a su terminación.

3. Se declaran de utilidad pública, a efectos de la expropiación o de la imposición de la
servidumbre de paso por la Administración del Estado, los terrenos necesarios para la 
realización o modificación de otros accesos públicos al mar y aparcamientos, no incluidos en 
el apartado anterior.

4. No se permitirán en ningún caso obras o instalaciones que interrumpan el acceso al
mar sin que se proponga por los interesados una solución alternativa que garantice su 
efectividad en condiciones análogas a las anteriores, a juicio de la Administración del 
Estado.

CAPÍTULO III
Otras limitaciones de la propiedad

Artículo 29.  
1. En los tramos finales de los cauces deberá mantenerse la aportación de áridos a sus

desembocaduras. Para autorizar su extracción, hasta la distancia que en cada caso se 
determine, se necesitará el informe favorable de la Administración del Estado, en cuanto a 
su incidencia en el dominio público marítimo-terrestre.

2. Los yacimientos de áridos, emplazados en la zona de influencia, quedarán sujetos al
derecho de tanteo y retracto en las operaciones de venta, cesión o cualquier otra forma de 
transmisión, a favor de la Administración del Estado, para su aportación a las playas. Con 
esta misma finalidad, dichos yacimientos se declaran de utilidad pública a los efectos de su 
expropiación, total o parcial en su caso, por el Departamento ministerial competente y de la 
ocupación temporal de los terrenos necesarios.

CAPÍTULO IV
Zona de influencia

Artículo 30.  
1. La ordenación territorial y urbanística sobre terrenos incluidos en una zona, cuya

anchura se determinará en los instrumentos correspondientes y que será como mínimo de 
500 metros a partir del límite interior de la ribera del mar, respetará las exigencias de 
protección del dominio público marítimo-terrestre a través de los siguientes criterios:
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a) En tramos con playa y con acceso de tráfico rodado, se preverán reservas de suelo
para aparcamientos de vehículos en cuantía suficiente para garantizar el estacionamiento 
fuera de la zona de servidumbre de tránsito.

b) Las construcciones habrán de adaptarse a lo establecido en la legislación urbanística.
Se deberá evitar la formación de pantallas arquitectónicas o acumulación de volúmenes, sin 
que, a estos efectos, la densidad de edificación pueda ser superior a la media del suelo 
urbanizable programado o apto para urbanizar en el término municipal respectivo.

2. Para el otorgamiento de las licencias de obra o uso que impliquen la realización de
vertidos al dominio público marítimo-terrestre se requerirá la previa obtención de la 
autorización de vertido correspondiente.

TÍTULO III
Utilización del dominio público marítimo-terrestre

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 31.  
1. La utilización del dominio público marítimo-terrestre y, en todo caso, del mar y su

ribera será libre, pública y gratuita para los usos comunes y acordes con la naturaleza de 
aquél, tales como pasear, estar, bañarse, navegar, embarcar y desembarcar, varar, pescar, 
coger plantas y mariscos y otros actos semejantes que no requieran obras e instalaciones de 
ningún tipo y que se realicen de acuerdo con las leyes y reglamentos o normas aprobadas 
conforme a esta Ley.

2. Los usos que tengan especiales circunstancias de intensidad, peligrosidad o
rentabilidad y los que requieran la ejecución de obras e instalaciones sólo podrán ampararse 
en la existencia de reserva, adscripción, autorización y concesión, con sujeción a lo previsto 
en esta Ley, en otras especiales, en su caso, y en las normas generales o específicas 
correspondientes, sin que pueda invocarse derecho alguno en virtud de usucapión, 
cualquiera que sea el tiempo transcurrido.

Artículo 32.  
1. Únicamente se podrá permitir la ocupación del dominio público marítimo-terrestre para

aquellas actividades o instalaciones que, por su naturaleza, no puedan tener otra ubicación.
2. A estos efectos, y cualquiera que sea el título habilitante de la ocupación y la

Administración que lo otorgue, quedarán expresamente excluidas las utilizaciones 
mencionadas en el artículo 25.1, excepto las del apartado b), previa declaración de utilidad 
pública por el Consejo de Ministros, y el vertido de escombros utilizables en rellenos, 
debidamente autorizados.

3. Previamente al otorgamiento del título administrativo habilitante para la ocupación del
dominio público, deberá quedar garantizado el sistema de eliminación de aguas residuales, 
de acuerdo con las disposiciones vigentes. El posterior incumplimiento de esta obligación 
dará lugar a la declaración de caducidad del título administrativo y al levantamiento de las 
instalaciones, sin perjuicio de la sanción que, en su caso, corresponda.

Artículo 33.  
1. Las playas no serán de uso privado, sin perjuicio de lo establecido en la presente Ley

sobre las reservas demaniales.
2. Las instalaciones que en ellas se permitan, además de cumplir con lo establecido en

el artículo anterior, serán de libre acceso público, salvo que por razones de policía, de 
economía u otras de interés público, debidamente justificadas, se autoricen otras 
modalidades de uso.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
LEGISLACIÓN CONSOLIDADA

Página 23 7



3. Las edificaciones de servicio de playa se ubicarán, preferentemente, fuera de ella, con
las dimensiones y distancias que reglamentariamente se determinen.

4. La ocupación de la playa por instalaciones de cualquier tipo, incluyendo las
correspondientes a servicios de temporada, no podrá exceder, en conjunto, de la mitad de la 
superficie de aquélla en pleamar y se distribuirá de forma homogénea a lo largo de la misma.

5. Quedarán prohibidos el estacionamiento y la circulación no autorizada de vehículos,
así como los campamentos y acampadas.

6. Reglamentariamente se desarrollará el régimen de ocupación y uso de las playas
atendiendo a su naturaleza. Se dotará a los tramos naturales de las playas de un elevado 
nivel de protección que restrinja las ocupaciones, autorizando únicamente las que sean 
indispensables o estén previstas en la normativa aplicable. Se regulará la ocupación y uso 
de los tramos urbanos de las playas de modo que se garantice una adecuada prestación de 
los servicios que sea compatible con el uso común.

En los tramos urbanos podrá autorizarse la celebración de aquellos eventos de interés 
general con repercusión turística que cumplan los requisitos que se establezcan, en 
particular, los relativos a superficie y tiempo de ocupación física, así como la adopción de 
todas las medidas preventivas tendentes a evitar cualquier afección ambiental y a garantizar 
el mantenimiento del tramo de playa en el estado anterior a la ocupación. En todo caso, una 
vez finalizada la ocupación, se procederá de manera inmediata al levantamiento de las 
instalaciones, a la completa limpieza del terreno ocupado y a la ejecución de las demás 
actuaciones precisas para asegurar la íntegra conservación de la playa.

En la delimitación de los tramos urbanos y naturales de las playas participarán las 
administraciones competentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, en la 
forma que reglamentariamente se determine.

Artículo 34.  
(Anulado)

Artículo 35.  
1. Las solicitudes de utilización del dominio público marítimo-terrestre que se opongan de

manera notoria a lo dispuesto en la normativa en vigor, se denegarán y archivarán en el 
plazo máximo de dos meses, sin más trámite que la audiencia previa al peticionario. Si se 
tratare de deficiencias susceptibles de subsanación, se procederá en la forma prevista en la 
Ley de Procedimiento Administrativo.

2. La Administración no está obligada a otorgar los títulos de utilización del dominio
público marítimo-terrestre que se soliciten con arreglo a las determinaciones del plan o 
normas aprobadas, pudiendo ser denegadas por razones de oportunidad u otras de interés 
público debidamente motivadas.

Téngase en cuenta que el inciso destacado se declara insconstitucional y nulo, según 
establece la Sentencia del TC 149/1991, de 4 de julio. Ref. BOE-T-1991-19353.

Artículo 36.  
En los supuestos de usos que puedan producir daños y perjuicios sobre el dominio 

público o privado, la Administración del Estado estará facultada para exigir al solicitante la 
presentación de cuantos estudios y garantías económicas se determinen 
reglamentariamente para la prevención de aquéllos, la reposición de los bienes afectados y 
las indemnizaciones correspondientes.

Artículo 37.  
1. La ocupación del dominio público no implicará en ningún caso la cesión de éste, ni su

utilización significará la cesión de las facultades demaniales de la Administración del Estado, 
ni la asunción por ésta de responsabilidades de ningún tipo respecto al titular del derecho a 
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la ocupación o a terceros. El mencionado titular será responsable de los daños y perjuicios 
que puedan ocasionar las obras y actividades al dominio público y al privado, salvo en el 
caso en que aquellos tengan su origen en alguna cláusula impuesta por la Administración al 
titular y que sea de ineludible cumplimiento por éste.

2. La Administración del Estado conservará en todo momento las facultades de tutela y
policía sobre el dominio público afectado, quedando obligado el titular de la ocupación o 
actividad a informar a aquélla de las incidencias que se produzcan en relación con dichos 
bienes y a cumplir las instrucciones que le dicte.

3. La Administración competente llevará, actualizado, el Registro de usos del dominio
público marítimo-terrestre, en el que se inscribirán de oficio, en la forma que 
reglamentariamente se determine, las reservas, adscripciones y concesiones, así como las 
autorizaciones de vertidos contaminantes, revisando al menos anualmente el cumplimiento 
de las condiciones estipuladas, así como los efectos producidos. Dichos Registros tendrán 
carácter público, pudiendo interesarse las oportunas certificaciones sobre su contenido, y 
siendo las mismas medio de prueba de la existencia y situación del correspondiente título 
administrativo. Los cambios de titularidad y de características que puedan producirse 
deberán reflejarse asimismo en el asiento correspondiente.

Artículo 38.  
1. Estará prohibida la publicidad permanente a través de carteles o vallas o por medios

acústicos o audiovisuales.
Excepcionalmente, y en las condiciones que se establezcan reglamentariamente se 

podrá autorizar la publicidad siempre que sea parte integrante o acompañe a instalaciones o 
actividades permitidas en el dominio público marítimo-terrestre y siempre que sea compatible 
con su protección.

2. También estará prohibido, cualquiera que sea el medio de difusión empleado, el
anuncio de actividades en el dominio público marítimo-terrestre que no cuenten con el 
correspondiente título administrativo o que no se ajuste a sus condiciones.

Artículo 39.  
Las empresas suministradoras de energía eléctrica, agua, gas y telefonía exigirán para la 

contratación de sus respectivos servicios, la presentación del título administrativo requerido 
según la presente Ley para la realización de las obras o instalaciones en las playas, zona 
marítimo-terrestre o mar.

Artículo 40.  
Las utilizaciones no autorizadas previamente, conforme a lo establecido en esta Ley, 

serán sancionadas con arreglo a lo previsto en el título V, sin perjuicio de su legalización 
cuando sea posible y se estime conveniente, en cuyo caso se seguirá el procedimiento y los 
criterios establecidos en la presente Ley para el otorgamiento del título correspondiente.

Artículo 41.  
En caso de tempestad, grave riesgo, catástrofe o calamidad pública o cualquier otro 

estado de necesidad, urgencia o concurrencia de situaciones anómalas o excepcionales, la 
Administración competente podrá disponer inmediatamente y sin tramitación ni 
indemnización previa, del dominio público ocupado y de las obras e instalaciones concedidas 
o autorizadas, en la medida que juzgue necesaria para la protección y seguridad de los
bienes y personas afectadas. Para las indemnizaciones correspondientes se estará a lo
dispuesto en la Ley de Expropiación Forzosa.
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CAPÍTULO II
Proyectos y obras

Artículo 42.  
1. Para que la Administración competente resuelva sobre la ocupación o utilización del

dominio público marítimo-terrestre, se formulará el correspondiente proyecto básico, en el 
que se fijarán las características de las instalaciones y obras, la extensión de la zona de 
dominio público marítimo-terrestre a ocupar o utilizar y las demás especificaciones que se 
determinen reglamentariamente. Con posterioridad y antes de comenzarse las obras, se 
formulará el proyecto de construcción, sin perjuicio de que, si lo desea, el peticionario pueda 
presentar éste y no el básico acompañando a su solicitud.

2. Cuando las actividades proyectadas pudieran producir una alteración importante del
dominio público marítimo-terrestre se requerirá además una previa evaluación de sus efectos 
sobre el mismo, en la forma que se determine reglamentariamente.

3. El proyecto se someterá preceptivamente a información pública, salvo que se trate de
autorizaciones o de actividades relacionadas con la defensa nacional o por razones de 
seguridad.

4. Cuando no se trate de utilización por la Administración, se acompañará un estudio
económico-financiero, cuyo contenido se definirá reglamentariamente, y el presupuesto 
estimado de las obras emplazadas en el dominio público marítimo-terrestre.

Artículo 43.  
Las obras se ejecutarán conforme al proyecto de construcción que en cada caso se 

apruebe, que completará al proyecto básico.

Artículo 44.  
1. Los proyectos se formularán conforme al planeamiento que, en su caso, desarrollen, y

con sujeción a las normas generales, específicas y técnicas que apruebe la Administración 
competente en función del tipo de obra y de su emplazamiento .

2. Deberán prever la adaptación de las obras al entorno en que se encuentren situadas y,
en su caso, la influencia de la obra sobre la costa y los posibles efectos de regresión de ésta.

Asimismo, los proyectos deberán contener una evaluación de los posibles efectos del 
cambio climático sobre los terrenos donde se vaya a situar la obra, en la forma que se 
determine reglamentariamente.

3. Cuando el proyecto contenga la previsión de actuaciones en el mar o en la zona
marítimo-terrestre, deberá comprender un estudio básico de la dinámica litoral, referido a la 
unidad fisiográfica costera correspondiente y de los efectos de las actuaciones previstas.

4. Para la creación y regeneración de playas se deberá considerar prioritariamente la
actuación sobre los terrenos colindantes, la supresión o atenuación de las barreras al 
transporte marino de áridos, la aportación artificial de éstos, las obras sumergidas en el mar 
y cualquier otra actuación que suponga la menor agresión al entorno natural.

5. Los paseos marítimos se localizarán fuera de la ribera del mar y serán
preferentemente peatonales.

6. Las instalaciones de tratamiento de aguas residuales se emplazarán fuera de la ribera
del mar y de los primeros 20 metros de la zona de servidumbre de protección. No se 
autorizará la instalación de colectores paralelos a la costa dentro de la ribera del mar. En los 
primeros 20 metros fuera de la ribera del mar se prohibirán los colectores paralelos.

No se entenderá incluida en los supuestos de prohibición del párrafo anterior la 
reparación de colectores existentes, así como su construcción cuando se integren en paseos 
marítimos u otros viales urbanos.

7. Los proyectos contendrán la declaración expresa de que cumplen las disposiciones de
esta Ley y de las normas generales y específicas que se dicten para su desarrollo y 
aplicación.
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Artículo 45.  
1. La tramitación de los proyectos de la Administración del Estado se establecerá

reglamentariamente, con sometimiento, en su caso, a información pública y a informe de los 
Departamentos y Organismos que se determinen. Si, como consecuencia de las alegaciones 
formuladas en dicho trámite, se introdujeran modificaciones sustanciales en el proyecto, se 
abrirá un nuevo período de información.

2. La aprobación de dichos proyectos llevará implícita la necesidad de ocupación de los
bienes y derechos que, en su caso, resulte necesario expropiar. A tal efecto, en el proyecto 
deberá figurar la relación concreta e individualizada de los bienes y derechos afectados, con 
la descripción material de los mismos.

3. La necesidad de ocupación se referirá también a los bienes y derechos comprendidos
en el replanteo del proyecto y en las modificaciones de obra que puedan aprobarse 
posteriormente, con los mismos requisitos señalados en el apartado anterior.

Artículo 46.  
Con el fin de garantizar la integridad del dominio público marítimo-terrestre y la eficacia 

de las medidas de protección sobre el mismo, la Administración del Estado podrá aprobar 
planes de obras y de otras actuaciones de su competencia.

CAPÍTULO III
Reservas y adscripciones

Sección 1.ª Reservas

Artículo 47.  
1. La Administración del Estado podrá reservarse la utilización total o parcial de

determinadas pertenencias del dominio público marítimo-terrestre exclusivamente para el 
cumplimiento de fines de su competencia, siempre que concurran las circunstancias 
prevenidas en el artículo 32 de esta Ley.

2. La reserva podrá ser para la realización de estudios e investigaciones, o para obras,
instalaciones o servicios. Su duración se limitará al tiempo necesario para el cumplimiento de 
los fines a que se refiere el apartado anterior.

3. La declaración de zona de reserva se hará en virtud de las normas previstas en el
artículo 34 o, en su defecto, por acuerdo del Consejo de Ministros. Prevalecerá frente a 
cualquier otra utilización y llevará implicita la declaración de utilidad pública y la necesidad 
de ocupación, a efectos expropiatorios de los derechos preexistentes que resulten 
incompatibles con ella.

Artículo 48.  
1. La utilización o explotación de las zonas de reserva podrá ser realizada por cualquiera

de las modalidades de gestión directa o indirecta que se determinen reglamentariamente.
2. La reserva no podrá amparar en ningún caso la realización de otros usos o actividades

distintas de las que justificaron la declaración.

Sección 2.ª Adscripciones

Artículo 49.  
1. La adscripción de bienes de dominio público marítimo-terrestre a las Comunidades

Autónomas para la construcción de nuevos puertos y vías de transporte de titularidad de 
aquellas, o de ampliación o modificación de los existentes, se formalizará por la 
Administración del Estado. La porción de dominio público adscrita conservará tal calificación 
jurídica, correspondiendo a la Comunidad Autónoma la utilización y gestión de la misma, 
adecuadas a su finalidad y con sujeción a las disposiciones pertinentes. En todo caso, el 
plazo de las concesiones que se otorguen en los bienes adscritos, incluidas las prórrogas, no 
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podrá ser superior al plazo máximo de vigencia establecido en la legislación estatal para las 
concesiones sobre dominio público portuario en los puertos de interés general.

En los supuestos de adscripción, la Comunidad Autónoma ostentará, a efectos del 
Impuesto sobre Bienes Inmuebles, la condición de sustituto del contribuyente respecto a la 
porción adscrita del dominio público marítimo-terrestre no afectada por las concesiones, sin 
que pueda repercutir en el contribuyente el importe de la deuda tributaria satisfecha.

2. A los efectos previstos en el apartado anterior, los proyectos de las Comunidades
Autónomas deberán contar con el informe favorable de la Administración del Estado, en 
cuanto a la delimitación del dominio público estatal susceptible de adscripción, usos 
previstos y medidas necesarias para la protección del dominio público, sin cuyo requisito 
aquellos no podrán entenderse definitivamente aprobados.

3. La aprobación definitiva de los proyectos llevará implícita la adscripción del dominio
público en que estén emplazadas las obras y, en su caso, la delimitación de una nueva zona 
de servicio portuaria. La adscripción se formalizará mediante acta suscrita por 
representantes de ambas Administraciones.

4. En la zona de servicio portuaria de los bienes de dominio público marítimo-terrestre
adscritos, que no reúnan las características del artículo 3, además de los usos necesarios 
para el desarrollo de la actividad portuaria, se podrán permitir usos comerciales y de 
restauración, siempre que no se perjudique el dominio público marítimo-terrestre, ni la 
actividad portuaria y se ajusten a lo establecido en el planeamiento urbanístico. En todo 
caso, se prohíben las edificaciones destinadas a residencia o habitación.

Reglamentariamente se fijarán los criterios de asignación de superficie máxima para los 
usos previstos en el párrafo anterior, teniendo en cuenta el número de amarres del puerto y 
los demás requisitos necesarios para no perjudicar el dominio público marítimo-terrestre, ni 
la actividad portuaria.

Artículo 50.  
Los bienes de dominio público marítimo-terrestre adscritos a una Comunidad Autónoma 

conforme a lo previsto en el anterior artículo, que no sean utilizados para el cumplimiento de 
los fines a los que se adscribieran, o que sean necesarios para la actividad económica o el 
interés general, según los artículos 131 y 149 de la Constitución, revertirán al Estado, previa 
audiencia de la Comunidad Autónoma, por el procedimiento que se determine 
reglamentariamente, y se les dará el destino que en cada caso resulte procedente.

CAPÍTULO IV
Autorizaciones

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 51.  
1. Estarán sujetas a previa autorización administrativa las actividades en las que, aun sin

requerir obras o instalaciones de ningún tipo, concurran circunstancias especiales de 
intensidad, peligrosidad o rentabilidad, y asimismo la ocupación del dominio público 
marítimo-terrestre con instalaciones desmontables o con bienes muebles.

2. Se entenderán por instalaciones desmontables aquellas que:

a) Precisen a lo sumo obras puntuales de cimentación, que en todo caso no
sobresaldrán del terreno.

b) Estén constituidas por elementos de serie prefabricados, módulos, paneles o
similares, sin elaboración de materiales en obra ni empleo de soldaduras.

c) Se monten y desmonten mediante procesos secuenciales, pudiendo realizarse su
levantamiento sin demolición y siendo el conjunto de sus elementos fácilmente trasportable.
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Artículo 52.  
1. Las solicitudes de autorización sólo podrán referirse a las instalaciones y actividades

previstas en las normas generales y específicas que se dicten en virtud de lo establecido en 
el artículo 34 .

2. Las solicitudes podrán ser sometidas a información pública según se determine
reglamentariamente.

3. Las autorizaciones se otorgarán con carácter personal e intransferible intervivos, salvo
en el caso de vertidos, y no serán inscribibles en el Registro de la Propiedad.

4. El plazo de vencimiento será el que se determine en el título correspondiente, y no
podrá exceder de cuatro años, salvo en los casos en que esta Ley establece otro diferente.

Artículo 53.  
1. Las autorizaciones cuyo objeto sea la explotación de servicios de temporada en las

playas, que sólo requieran instalaciones desmontables, serán otorgadas a los Ayuntamientos 
que lo soliciten, en la forma que se determine reglamentariamente y con sujeción a las 
condiciones que se establezcan en las normas generales y específicas correspondientes.

En caso de que los Ayuntamientos opten por explotar los servicios de temporada a 
través de terceros, aquéllos garantizarán que en los correspondientes procedimientos de 
otorgamiento se respeten los principios de publicidad, objetividad, imparcialidad, 
transparencia y concurrencia competitiva.

2. En ningún caso el otorgamiento de estas autorizaciones podrá desnaturalizar el
principio del uso público de las playas.

Artículo 54.  
1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, podrá otorgarse la explotación total o

parcial de los servicios de temporada a los titulares de concesiones de creación, 
regeneración o acondicionamiento de playas, en los términos que se establezcan en el título 
correspondiente.

2. Igualmente podrá otorgarse la autorización para la explotación total o parcial de los
servicios de temporada en las playas, como contraprestación al coste de la ejecución de una 
obra pública relacionada con éstas que, por su naturaleza y características, no sea 
susceptible de explotación económica.

Artículo 55.  
1. Las autorizaciones podrán ser revocadas unilateralmente por la Administración en

cualquier momento, sin derecho a indemnización, cuando produzcan daños en el dominio 
público, impidan su utilización para actividades de mayor interés público, o menoscaben el 
uso público, cuando los terrenos ocupados soporten un riesgo cierto de que el mar les 
alcance y cuando resulten incompatibles con la normativa aprobada con posterioridad. En 
este último caso, solo se revocará la autorización, si en el plazo de tres meses desde que le 
fuera comunicada tal circunstancia a su titular, este no hubiera adaptado su ocupación a la 
nueva normativa o la adaptación no fuera posible física o jurídicamente.

2. Extinguida la autorización, el titular tendrá derecho a retirar fuera del dominio público y
de sus zonas de servidumbre las instalaciones correspondientes y estará obligado a dicha 
retirada cuando así lo determine la Administración competente, en forma y plazo 
reglamentarios. En todo caso, estará obligado a restaurar la realidad física alterada.

Sección 2.ª Vertidos

Artículo 56.  
1. Las disposiciones de la presente Sección son de aplicación a los vertidos, tanto

líquidos como sólidos, cualquiera que sea el bien de dominio público marítimo-terrestre en 
que se realicen.

2. Los vertidos al mar desde buques y aeronaves se regularán por su legislación
específica.
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3. Estará prohibido el vertido de residuos sólidos y escombros al mar y su ribera, así
como a la zona de servidumbre de protección, excepto cuando éstos sean utilizables como 
rellenos y estén debidamente autorizados.

Artículo 57.  
1. Todos los vertidos requerirán autorización de la Administración competente, que se

otorgará con sujeción a la legislación estatal y autonómica aplicable, sin perjuicio de la 
concesión de ocupación de dominio público, en su caso.

2. En el caso de vertidos contaminantes, se estará, además, a lo previsto en las normas
a que se refiere el artículo 34, siendo necesario que el peticionario justifique previamente la 
imposibilidad o dificultad de aplicar una solución alternativa para la eliminación o tratamiento 
de dichos vertidos. No podrán verterse sustancias ni introducirse formas de energía que 
puedan comportar un peligro o perjuicio superior al admisible para la salud pública y el medio 
natural, con arreglo a la normativa vigente.

3. En función de los objetivos de calidad fijados para el medio receptor de
contaminación, los vertidos se limitarán en la medida que lo permita el estado de la técnica, 
las materias primas y, especialmente, en virtud de la capacidad de absorción de la carga 
contaminante, sin que se produzca una alteración significativa de dicho medio.

Artículo 58.  
1. Entre las condiciones a incluir en las autorizaciones de vertido deberán figurar las

relativas a:

a) Plazo de vencimiento, no superior a treinta años.
b) Instalaciones de tratamiento, depuración y evacuación necesarias, estableciendo sus

características y los elementos de control de su funcionamiento, con fijación de las fechas de 
iniciación y terminación de su ejecución, así como de su entrada en servicio.

c) Volumen anual de vertido.
d) Límites cualitativos del vertido y plazos si proceden, para la progresiva adecuación de

las características del efluente a los límites impuestos.
e) Evaluación de los efectos sobre el medio receptor, objetivos de calidad de las aguas

en la zona receptiva y previsiones que, en caso necesario, se hayan de adoptar para reducir 
la contaminación.

f) Canon de vertido.

2. La Administración competente podrá modificar las condiciones de las autorizaciones
de vertido, sin derecho a indemnización, cuando las circunstancias que motivaron su 
otorgamiento se hubiesen alterado o bien sobrevinieran otras que, de haber existido 
anteriormente, habrían justificado su denegación o el otorgamiento en términos distintos. Si 
la Administración lo considera necesario, podrá suspender los efectos de la autorización 
hasta que se cumplan las nuevas condiciones establecidas.

3. En caso de que el titular de la autorización no realice las modificaciones en el plazo
que al efecto le señale la Administración competente, ésta podrá declarar la caducidad de la 
autorización de vertido, sin perjuicio de la imposición de las sanciones oportunas.

4. La extinción de la autorización del vertido, cualquiera que sea la causa, llevará
implícita la de la inherente concesión de ocupación del dominio público marítimo-terrestre.

5. La Administración competente podrá efectuar cuantos análisis e inspecciones estime
convenientes para comprobar las características del vertido y contrastar, en su caso, el 
cumplimiento de las condiciones impuestas en la autorización del vertido.

6. Podrán constituirse Juntas de Usuarios para el tratamiento conjunto y vertido final de
efluentes líquidos.

Artículo 59.  
En aquellos casos en que el vertido pueda propiciar la infiltración o almacenamiento de 

sustancias susceptibles de contaminar las aguas o capas subterráneas se requerirá la previa 
realización de un estudio hidrogeológico que justifique su inocuidad.
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Artículo 60.  
Sin perjuicio de lo establecido en otras leyes específicas y de las exigencias que 

comporten los programas de control y reducción de la contaminación por vertidos de 
hidrocarburos al mar, las refinerías de petróleo, factorías químicas y petroquímicas e 
instalaciones de abastecimiento de combustibles líquidos que posean terminales de carga y 
descarga de hidrocarburos en los puertos, mar territorial y aguas interiores, deberán 
disponer, en las cercanías de los terminales, las instalaciones de recepción de los residuos 
de hidrocarburos y cuantos otros medios que para prevenir y combatir los derrames 
establecen las disposiciones vigentes en materia de contaminación de las aguas del mar. 
Asimismo, las plataformas e instalaciones dedicadas a la prospección de hidrocarburos en el 
mar, su explotación o almacenamiento deberán contar con los medios precisos para prevenir 
y combatir los derrames que puedan producirse.

Artículo 61.  
Las autorizaciones administrativas sobre establecimiento, modificación o traslado de 

instalaciones o industrias que originen o puedan originar vertidos al dominio público 
marítimo-terrestre se otorgarán condicionadas a la obtención de las correspondientes 
autorizaciones de vertido y concesiones de ocupación de dicho dominio.

Artículo 62.  
La Administración competente podrá prohibir, en zonas concretas, aquellos procesos 

industriales cuyos efluentes, a pesar del tratamiento a que sean sometidos, puedan constituir 
riesgo de contaminación superior a la admisible, según la normativa vigente, para el dominio 
público marítimo-terrestre, bien sea en su funcionamiento normal o en caso de situaciones 
excepcionales previsibles.

Sección 3.ª Extracciones de áridos y dragados

Artículo 63.  
1. Para otorgar las autorizaciones de extracciones de áridos y dragados, será necesaria

la evaluación de sus efectos sobre el dominio público marítimo-terrestre, referida tanto al 
lugar de extracción o dragado como al de descarga en su caso. Se salvaguardará la 
estabilidad de la playa, considerándose preferentemente sus necesidades de aportación de 
áridos.

2. Quedarán prohibidas la extracciones de áridos para la construcción, salvo para la
creación y regeneración de playas.

3. Entre las condiciones de la autorización deberán figurar las relativas a:

a) Plazo por el que se otorga.
b) Volumen a extraer, dragar o descargar al dominio público marítimo-terrestre, ritmo de

estas acciones y tiempo hábil de trabajo.
c) Procedimiento y maquinaria de ejecución.
d) Destino y, en su caso, lugar de descarga en el dominio público de los productos

extraídos o dragados.
e) Medios y garantías para el control efectivo de estas condiciones.

4. En el caso de que se produjeran efectos perjudiciales para el dominio público y su
uso, la Administración otorgante podrá modificar las condiciones iniciales para corregirlos, o 
incluso revocar la autorización, sin derecho a indemnización alguna para su titular.
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CAPÍTULO V
Concesiones

Artículo 64.  
1. Toda ocupación de los bienes de dominio público marítimo-terrestre estatal con obras

o instalaciones no desmontables estará sujeta a previa concesión otorgada por la
Administración del Estado.

2. El concesionario tendrá derecho al uso privativo de los bienes objeto de concesión. En
todo caso y de acuerdo con lo que reglamentariamente se disponga, se garantizará en estos 
terrenos, el libre acceso y tránsito de las autoridades y funcionarios competentes cuando 
fuera necesario por razones de defensa nacional, de salvamento, seguridad marítima, 
represión del contrabando, para el ejercicio de las funciones de policía de dominio público 
marítimo-terrestre y para el cumplimiento de las demás funciones que tengan atribuidas.

En caso de accidente en el mar, o cuando por razones de seguridad en el tráfico 
marítimo sea necesario para la salvaguardia de las personas y las embarcaciones, se 
podrán depositar en los terrenos objeto de concesión, las embarcaciones y sus pertrechos.

Artículo 65.  
1. El otorgamiento de la concesión a que se refiere el artículo anterior no exime a su

titular de la obtención de las concesiones y autorizaciones que sean exigibles por otras 
Administraciones Públicas en virtud de sus competencias en materia de puertos, vertidos u 
otras específicas.

2. En ningún caso podrán ser titulares de concesiones las personas en quienes concurra
alguna de las prohibiciones de contratar previstas en el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 
14 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del 
Sector Público.

Cuando posteriormente al otorgamiento de la concesión, el titular incurra en alguna de 
las prohibiciones de contratar se producirá la extinción de la concesión.

En caso de declaración de concurso y mientras no se haya producido la apertura de la 
fase de liquidación, no se producirá la extinción de la concesión, si su titular prestare las 
garantías suficientes, a juicio de la Administración, para continuar con la ocupación en los 
términos previstos en el título concesional.

Artículo 66.  
1. Las concesiones se otorgarán sin perjuicio de tercero y dejando a salvo los derechos

preexistentes.
2. El plazo será el que se determine en el título correspondiente, que en ningún caso

podrá exceder de setenta y cinco años. Reglamentariamente, se establecerán los plazos 
máximos de duración de las concesiones en función de los usos a que las mismas se 
destinen. Los plazos máximos fijados para cada uso podrán ampliarse, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan, respetando en todo caso el plazo máximo de setenta y 
cinco años, cuando el concesionario presente proyectos de regeneración de playas y de 
lucha contra la erosión y los efectos del cambio climático, aprobados por la Administración.

3. Cuando el objeto de una concesión extinguida fuese una actividad amparada por otra
concesión de explotación de recursos mineros o energéticos otorgada por la Administración 
del Estado por un plazo superior, su titular tendrá derecho a que se le otorgue una nueva 
concesión de ocupación del dominio público marítimo-terrestre por un plazo igual al que 
reste de vigencia a la concesión de explotación, sin que en ningún caso pueda exceder de 
setenta y cinco años.

Artículo 67.  
Previamente a la resolución sobre la solicitud de la concesión habrá información pública 

y oferta de condiciones de la Administración del Estado al peticionario, sin cuya aceptación 
no será otorgada. Cumplidos estos trámites, la resolución correspondiente será dictada, 
discrecionalmente, por el Departamento ministerial competente y deberá hacerse pública. Si 
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el concesionario impugna las cláusulas que fueron aceptadas por él, la Administración estará 
facultada para declarar extinguido el título, salvo cuando aquéllas fueren ilegales.

Artículo 68.  
El otorgamiento de la concesión podrá implicar, según se determine reglamentariamente, 

la declaración de utilidad pública por el Departamento ministerial competente, a efectos de 
ocupación temporal o expropiación forzosa de los bienes o derechos afectados por el objeto 
de aquélla.

Artículo 69.  
Los bienes y derechos expropiados se incorporarán al dominio público marítimo-terrestre 

desde su ocupación, en la forma prevista en el título concesional, sin que el concesionario 
esté obligado al abono del canon de ocupación por los terrenos expropiados a su costa para 
su incorporación a la concesión.

Artículo 70.  
1. Las concesiones serán inscribibles en el Registro de la Propiedad. Extinguida la

concesión, la inscripción será cancelada de oficio o a petición de la Administración o del 
interesado.

2. Las concesiones serán transmisibles por actos inter vivos y mortis causa.
La transmisión inter vivos solo será válida si con carácter previo la Administración

reconoce el cumplimiento, por parte del adquirente, de las condiciones establecidas en la 
concesión.

En caso de fallecimiento del concesionario, sus causahabientes, a título de herencia o de 
legado, podrán subrogarse en los derechos y obligaciones de aquel, siempre que en el plazo 
de cuatro años comuniquen expresamente a la Administración el fallecimiento y la voluntad 
de subrogarse. Transcurrido dicho plazo sin que se hubiera hecho la comunicación, la 
concesión quedará extinguida.

3. La constitución de hipotecas y otros derechos de garantía sobre las concesiones
transmisibles, así como el embargo de las mismas, deberán ser comunicados previamente a 
la Administración concedente por las persona o entidad a cuyo favor se constituye el 
derecho.

Artículo 71.  
1. Las concesiones otorgadas para una pluralidad de usos, con instalaciones separables,

serán en su caso divisibles, con la conformidad de la Administración concedente y en las 
condiciones que esta dicte.

2. El concesionario podrá renunciar en cualquier momento a la ocupación de la parte del
dominio público incluida en el perímetro de la concesión que no resulte necesaria para su 
objeto, con la conformidad de la Administración concedente.

3. La declaración de utilidad pública, a efectos del rescate de la concesión, incluso con
declaración de urgencia en su caso, corresponderá al departamento ministerial concedente.

Artículo 72.  
1. En todos los casos de extinción de una concesión, la Administración del Estado

decidirá sobre el mantenimiento de las obras e instalaciones o su levantamiento y retirada 
del dominio público y de su zona de servidumbre de protección por el interesado y a sus 
expensas. Dicha decisión se adoptará de oficio o a instancia de aquél, a partir del momento 
anterior al vencimiento que reglamentariamente se determine en caso de extinción normal 
por cumplimiento del plazo, y en los demás supuestos de extinción en el momento de la 
resolución del correspondiente expediente.

No obstante lo anterior, en los supuestos de extinción de la concesión previstos en la 
letra m) del artículo 78, se procederá, en todo caso, al levantamiento y retirada de las obras 
e instalaciones del dominio público y de su zona de servidumbre de protección.

2. A partir del momento que se indica en el número anterior, el titular de la concesión
constituirá el depósito suficiente para responder de los gastos de levantamiento de las obras 
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o instalaciones y retirada fuera del dominio público marítimo-terrestre y su zona de
servidumbre de protección, o de reparación de aquéllas, de acuerdo con la resolución
adoptada y la tasación ejecutoria señalada por la Administración y a resultas de la
liquidación que proceda.

3. En caso de que se opte por el mantenimiento, en la fecha de extinción de la concesión
revertirán a la Administración del Estado gratuitamente y libres de cargas todas las obras e 
instalaciones. La Administración podrá continuar la explotación o utilización de las 
instalaciones, según se determine reglamentariamente.

CAPÍTULO VI
Disposiciones comunes a autorizaciones y concesiones

Artículo 73.  
La Administración competente aprobará pliegos de condiciones generales para el 

otorgamiento de concesiones y autorizaciones.

Artículo 74.  
1. Las solicitudes acompañadas del proyecto básico o de construcción, conforme a lo

previsto en el artículo 42, y del resguardo acreditativo de la constitución de las fianzas que 
en su caso correspondan, se tramitarán en la forma que se determine reglamentariamente, 
con las fases de información pública, de informe de los Organismos que deban ser 
consultados, y de confrontación previa de proyecto.

2. Reglamentariamente se regularán los otorgamientos a extranjeros, para los cuales
podrán establecerse requisitos especiales o adicionales condicionados a la prueba de 
reciprocidad en sus países de origen para los nacionales españoles.

Se exceptúan los nacionales de los Estados miembros de la Comunidad Económica 
Europea a reserva de las limitaciones que por razones de orden público, seguridad y salud 
públicas reglamentariamente se establezcan.

3. En el otorgamiento de las solicitudes se observará el orden de preferencia que se
establezca en las normas generales y específicas correspondientes. En su defecto serán 
preferidas las de mayor utilidad pública. Sólo en caso de identidad entre varias solicitudes se 
tendrá en cuenta la prioridad en la presentación.

En el otorgamiento de solicitudes relativas a actividades de servicios se respetarán los 
principios de publicidad, objetividad, imparcialidad, transparencia y concurrencia competitiva.

4. Las concesiones y autorizaciones en el dominio público marítimo-terrestre se
otorgarán respetando lo previsto en los instrumentos de planificación del territorio, o en el 
planeamiento urbanístico, cualquiera que sea su denominación y ámbito, que afecten al 
litoral, salvo que no proceda su otorgamiento por razones de interés público o cuando 
atenten a la integridad del dominio público marítimo-terrestre.

En el supuesto que las obras objeto de concesión o actividades o instalaciones objeto de 
autorización no estén previstas en los instrumentos de planificación antes citados y no se 
opongan a sus determinaciones, o cuando éstos no existan, se solicitará informe a la 
Comunidad Autónoma y al Ayuntamiento en cuyos ámbitos territoriales incidan, informes que 
no serán vinculantes para la Administración General del Estado.

Artículo 75.  
1. La Administración podrá convocar concursos para el otorgamiento de concesiones y

autorizaciones en el dominio público marítimo-terrestre. En dichos procedimientos se 
respetarán los principios de publicidad, objetividad, imparcialidad, transparencia y 
concurrencia competitiva.

2. Si la convocatoria del concurso se produjese durante la tramitación de una solicitud de
concesión o autorización, el interesado tendrá derecho, en caso de no resultar adjudicatario 
del título, al cobro de los gastos del proyecto, en la forma que se determine 
reglamentariamente.

3. El concurso podrá declararse desierto si ninguna de las ofertas presentadas reúne las
condiciones adecuadas.
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Artículo 76.  
En todo título de otorgamiento, que tendrá carácter de público, se fijarán las condiciones 

pertinentes y, en todo caso, las siguientes:

a) Objeto y extensión de la ocupación.
b) Obras o instalaciones a realizar por el adjudicatario con referencia al proyecto

respectivo y plazo de comienzo y terminación de aquéllas.
c) Plazo de otorgamiento y posibilidad de prórroga, si procede.
d) Cánones y tasas a abonar por el adjudicatario.
e) Régimen de utilización, privada o pública, incluyendo en su caso las tarifas a abonar

por el público con descomposición de sus factores constitutivos como base de futuras 
revisiones.

f) En los casos de utilización lucrativa, obligación del adjudicatario de facilitar cuanta
información le solicite la Administración sobre los resultados económicos de la explotación.

g) Condiciones que, como resultado de la evaluación de efectos, se consideren
necesarias para no perjudicar al medio.

h) Señalización marítima y de las zonas de uso público.
i) Obligación del adjudicatario de mantener en buen estado el dominio público, obras e

instalaciones.
j) Obligación del adjudicatario de constituir un depósito suficiente para los gastos de

reparación o levantamiento y retirada, parcial o total, de las obras e instalaciones, a su costa, 
a la extinción del título correspondiente, salvo decisión en contrario de la Administración 
competente.

k) Causas de caducidad, conforme a las establecidas en el artículo 79.
l) Prescripciones técnicas al proyecto, en su caso.
m) Obligación del adjudicatario de adoptar las medidas requeridas por la administración

de adaptación a la subida del nivel del mar, los cambios en la dirección del oleaje u otros 
efectos del cambio climático.

Artículo 77.  
Las autorizaciones y concesiones podrán ser modificadas:

a) Cuando se hayan alterado los supuestos determinantes de su otorgamiento.
b) En casos de fuerza mayor a petición del titular.
c) Cuando lo exija su adecuación a los planes o normas correspondientes.

Sólo en el tercer caso, el concesionario perjudicado tendrá derecho a indemnización, de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 89 o supletoriamente en la legislación general de 
expropiación forzosa.

Artículo 78.  
1. El derecho a la ocupación del dominio público se extinguirá por:

a) Vencimiento del plazo de otorgamiento.
b) Revisión de oficio en los casos previstos en la Ley de Procedimiento Administrativo.
c) Revocación por la Administración cuando se trate de autorizaciones.
d) Revocación de las concesiones por alteración de los supuestos físicos existentes en el

momento del otorgamiento, cuando no sea posible la modificación del título.
e) Renuncia del adjudicatario, aceptada por la Administración siempre que no tenga

incidencia negativa sobre el dominio público o su utilización o cause perjuicios a terceros.
f) Mutuo acuerdo entre la Administración y el adjudicatario.
g) Extinción de la concesión de servicio público del que el título demanial sea soporte.
h) Caducidad.
i) Rescate.
j) Incurrir en prohibición de contratar, de acuerdo con el artículo 65.2 de esta Ley.
k) La falta de la comunicación expresa prevista en el artículo 70.2 de esta Ley en los

casos de transmisión mortis causa de las concesiones.
l) La falta del reconocimiento previo por la Administración previsto en el segundo párrafo

del artículo 70.2.
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m) Revocación de la concesión cuando las obras e instalaciones soporten un riesgo
cierto de ser alcanzadas por el mar.

2. Extinguido el derecho a la ocupación del dominio público, la Administración no
asumirá ningún tipo de obligación laboral del titular de la actividad afectada.

3. El plazo para notificar la resolución del procedimiento por el que se declare la
extinción del derecho a la ocupación del dominio público marítimo-terrestre será de dieciocho 
meses.

Artículo 79.  
1. La Administración, previa audiencia del titular, declarará la caducidad en los siguientes

casos:

a) No iniciación, paralización o no terminación de las obras injustificadamente durante el
plazo que se fije en las condiciones del título.

b) Abandono o falta de utilización durante un año, sin que medie justa causa.
c) Impago del canon o tasas en plazo superior a un año.
d) Alteración de la finalidad del título.
e) Incumplimiento de las condiciones que se hubieran establecido como consecuencia

de la previa evaluación de sus efectos sobre el dominio público marítimo-terrestre.
f) El incumplimiento de las condiciones b) y d) del número 3 del artículo 63 para las

extracciones de áridos y dragados.
g) Privatización de la ocupación, cuando la misma estuviere destinada a la prestación de

servicios al público.
h) Invasión del dominio público no otorgado.
i) Aumento de la superficie construida, volumen o altura máxima en más del 10 por 100

sobre el proyecto autorizado.
j) No constitución del depósito requerido por la Administración para la reparación o el

levantamiento de las obras e instalaciones.
k) Obstaculización del ejercicio de las servidumbres sobre los terrenos colindantes con el

dominio público o la aplicación de las limitaciones establecidas sobre la zona de servidumbre 
de protección y de influencia.

l) En general, por incumplimiento de otras condiciones cuya inobservancia esté
expresamente sancionada con la caducidad en el título correspondiente, y de las básicas o 
decisorias para la adjudicación, en su caso, del concurso convocado según el artículo 75.

2. En los demás supuestos de incumplimiento o en caso de infracción grave conforme a
la presente Ley, la Administración podrá declarar la caducidad, previa audiencia del titular y 
demás trámites reglamentarios.

Artículo 80.  
1. Incoado el expediente de caducidad la Administración podrá disponer la paralización

inmediata de las obras, o la suspensión del uso y explotación de las instalaciones, previa 
audiencia en este último caso del titular afectado y una vez desestimadas sus alegaciones.

2. La declaración de caducidad comportará la pérdida de la fianza si la hubiere.
3. Para la suspensión de la ejecución de la caducidad, el interesado quedará obligado al

depósito previo importe que se fije en cada caso con arreglo a los criterios que se 
establezcan reglamentariamente.

Artículo 81.  
1. El plazo de vencimiento será improrrogable, salvo que en el título de otorgamiento se

haya previsto expresamente lo contrario, en cuyo caso, a petición del titular y a juicio de la 
Administración competente, podrá ser prorrogado siempre que aquél no haya sido 
sancionado por infracción grave, y no se superen en total los plazos máximos 
reglamentarios.

2. A la extinción de la autorización o concesión, la Administración del Estado, sin más
trámite, tomará posesión de las instalaciones pudiendo obtener de las Empresas 
suministradoras de energía eléctrica, agua, gas y telefonía la suspensión del suministro.
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TÍTULO IV
Régimen económico-financiero de la utilización del dominio público marítimo-

terrestre

CAPÍTULO I
Financiación de obras y otras actuaciones

Artículo 82.  
Las obras de competencia del Estado se financiarán con cargo a los correspondientes 

créditos presupuestarios y, en su caso, con las aportaciones de las Comunidades 
Autónomas, Corporaciones Locales, Organismos internacionales y particulares.

Artículo 83.  
1. Cuando la financiación sea compartida, la aportación correspondiente a cada partícipe

se fijará de común acuerdo, detallándose la cuantía y modalidad de los compromisos 
asumidos.

2. Estos acuerdos podrán referirse también a la elaboración del planeamiento y de los
proyectos de obras correspondientes.

CAPÍTULO II
Cánones y tasas

Artículo 84.  

1. Toda ocupación o aprovechamiento del dominio público marítimo-terrestre en virtud de
una concesión o autorización, cualquiera que fuere la Administración otorgante, devengará el 
correspondiente canon en favor de la Administración del Estado, sin perjuicio de los que 
sean exigibles por aquella.

2. Están obligados al pago del canon, en la cuantía y condiciones que se determinan en
esta Ley, los titulares de las concesiones y autorizaciones antes mencionadas.

3. Para la determinación de la cuantía del canon se tendrán en cuenta las siguientes
prescripciones:

3.1 Ocupación del dominio público marítimo-terrestre:

a) Por ocupación de bienes de dominio público marítimo-terrestre, la valoración del bien
ocupado se determinará por equiparación al mayor de los tres valores siguientes: el valor 
catastral, el comprobado por la Administración a efectos de cualquier tributo, o el precio, 
contraprestación o valor de adquisición declarados por los sujetos pasivos, aplicables a los 
terrenos contiguos a sus zonas de servidumbre que tengan un aprovechamiento similar a los 
usos que se propongan para el dominio público.

En caso de no existir un aprovechamiento similar, se tomará la media de los valores 
utilizados para la determinación de los cánones devengados por las concesiones otorgadas 
en el dominio público marítimo-terrestre en ese término municipal.

El valor resultante será incrementado con el importe medio estimado de los beneficios 
netos anuales, antes de impuestos, que sea previsible obtener en la utilización del dominio 
público durante un período de diez años. Si la duración de la concesión tuviera un plazo 
inferior a diez años, esa estimación será por todo el período concesional.

La estimación de dichos beneficios se realizará teniendo en cuenta los estudios 
económicos que facilite el solicitante de la concesión o autorización, así como las 
informaciones que pueda recabar y las valoraciones que pueda efectuar la Administración 
otorgante, directamente o por comparación con otras concesiones existentes. En ningún 
caso esta estimación será inferior al 20 por 100 del importe de la inversión a realizar por el 
solicitante.

b) Para las ocupaciones de infraestructuras de saneamiento, abastecimiento, electricidad
y comunicaciones, de interés general, la valoración del bien ocupado será de 0,006 euros 
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por metro cuadrado de superficie ocupada, incrementada en los rendimientos que sea 
previsible obtener en la utilización de dicho dominio. En ningún caso esta estimación será 
inferior al 20 por 100 del importe de la inversión a realizar por el solicitante.

c) En el caso de ocupaciones de obras e instalaciones ya existentes la base imponible se
calculará sumando lo dispuesto en los apartados a), b) o d) de este artículo, según proceda 
al valor material de dichas obras e instalaciones.

d) En los supuestos de ocupaciones de obras e instalaciones en el mar territorial la
valoración del bien ocupado será de 0,006 euros por metro cuadrado de superficie ocupada, 
a la que se sumará lo dispuesto en el apartado a), párrafos tercero y cuarto. En el caso de 
que estas ocupaciones se destinen a la investigación o explotación de recursos mineros y 
energéticos se abonará un canon de 0,006 euros por metro cuadrado de superficie ocupada.

3.2 Por aprovechamiento de bienes de dominio público marítimo-terrestre, el valor del 
bien será el de los materiales aprovechados a precios medio de mercado.

4. En el caso de cultivos marinos la base imponible del canon de ocupación y
aprovechamiento del dominio público marítimo-terrestre se calculará con arreglo a las 
siguientes reglas:

a) Se considerará como valor de los bienes ocupados la cantidad de 0,006 euros por
metro cuadrado.

b) En cuanto a los rendimientos que se prevé obtener en la utilización del dominio
público marítimo-terrestre, se considerarán los siguientes coeficientes:

Tipo 1. Cultivos marinos en el mar territorial y aguas interiores 0,4 €/m2.
Tipo 2. Cultivos marinos en la ribera del mar y de las rías 0,16 €/m2.
Tipo 3. Estructuras para las tomas de agua de mar y desagües desde cultivos marinos 

localizados en tierra 5 €/m2.

Estas cantidades se revisarán por Orden del Ministerio de Medio Ambiente, teniendo en 
cuenta la variación experimentada por el Índice General Nacional del sistema de Índices de 
Precios de Consumo.

5. El tipo de gravamen anual será del 8 por 100 sobre el valor de la base, salvo en el
caso de aprovechamiento, que será del 100 por 100.

6. El canon de ocupación a favor de la Administración General del Estado que
devengarán las concesiones que las Comunidades Autónomas otorguen en dominio público 
marítimo-terrestre adscrito para la construcción de puertos deportivos o pesqueros, se 
calculará según lo previsto en esta Ley y en su normativa de desarrollo. La estimación del 
beneficio que se utilice para obtener la base imponible del canon, en ningún caso podrá ser 
inferior al 3,33 por 100 del importe de la inversión a realizar por el solicitante.

7. El canon podrá reducirse un 90 por 100 en los supuestos de ocupaciones destinadas
al uso público gratuito.

En los títulos otorgados a entidades náutico-deportivas para el desarrollo de sus 
actividades de carácter no lucrativo, el importe del canon de ocupación podrá reducirse un 
75 por 100. Para la obtención de dicha reducción será preciso que la Federación deportiva 
correspondiente certifique que las respectivas entidades se encuentren debidamente 
inscritas y que ejercen exclusivamente la actividad náutico-deportiva.

En el caso de que estas entidades destinen una parte de sus ocupaciones objeto de 
concesión a actividades distintas de la náutico-deportiva y que tengan carácter lucrativo, 
esas ocupaciones se calcularán, a efectos de la determinación del canon, según las reglas 
generales recogidas en los apartados anteriores.

Con objeto de incentivar mejores prácticas medioambientales en el sector de la 
acuicultura, el canon se reducirá un 40 por 100 en el supuesto de concesionarios adheridos, 
con carácter permanente y continuado, al sistema comunitario de gestión y auditoría 
medioambiental (EMAS). Si no estuvieran adheridos a dicho sistema de gestión pero 
dispusieran del sistema de gestión medioambiental UNE-EN ISO 14001:1996, los 
concesionarios tendrán una reducción del 25 por 100.

8. Las Comunidades Autónomas, las entidades locales y las entidades de derecho
público dependientes de ellas, estarán exentas del pago del canon de ocupación en las 
concesiones o autorizaciones que se les otorguen para el ejercicio de sus competencias, 
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siempre que aquellas no sean objeto de explotación lucrativa, directamente o por terceros. 
Igualmente quedarán exentos del pago de este canon los supuestos previstos en el apartado 
2 del artículo 54 de esta Ley.

9. El devengo del canon, calculado de acuerdo con los criterios establecidos en los
apartados anteriores, tendrá carácter anual y se producirá con el otorgamiento inicial de la 
concesión o autorización. Será exigible en la cuantía que corresponda y en los plazos que se 
señalen en las condiciones de dicha concesión o autorización. En el caso previsto en el 
apartado 3.2 de este artículo, el devengo se producirá cuando el aprovechamiento se lleve a 
cabo.

En el supuesto de autorizaciones y concesiones de duración superior a un año, cuyo 
canon se haya establecido o haya sido revisado aplicando la Orden de 30 de octubre de 
1992, del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, por la que se determina la cuantía del 
canon de ocupación y aprovechamiento del dominio público marítimo-terrestre, el mismo 
quedará actualizado anualmente, de forma automática, incrementando o minorando la base 
del vigente mediante la aplicación a la misma de la variación experimentada por el Índice 
General Nacional del sistema de Índices de Precios de Consumo en los últimos doce meses, 
según los datos publicados anteriores al primer día de cada nuevo año. El devengo del 
canon, cuya base se haya actualizado conforme a lo expuesto, será exigible en los plazos 
fijados en las condiciones establecidas en cada título.

En el caso de las concesiones de duración superior a un año, cuyo canon no se haya 
establecido o revisado aplicando la Orden de 30 de octubre de 1992, previamente se 
procederá a su revisión conforme a la misma. Una vez realizada esta revisión quedará 
actualizado anualmente tal como establece el párrafo anterior.

Artículo 85.  
1. Los vertidos contaminantes autorizados conforme a lo dispuesto en esta Ley se

gravarán con un canon, en función de la carga contaminante.
2. El importe de esta exacción será el resultado de multiplicar la carga contaminante del

vertido, expresada en unidades de contaminación, por el valor que se asigne a la unidad.
Se entiende por unidad de contaminación un patrón convencional de medida, que se 

fijará reglamentariamente, referido a la carga contaminante producida por el vertido tipo de 
aguas domésticas, correspondiente a 1.000 habitantes, y al período de un año. Asimismo, 
por vía reglamentaria se establecerán los baremos de equivalencia para los vertidos de 
aguas residuales de otra naturaleza.

El valor de la unidad de contaminación, que podrá variar para los diferentes tramos de 
costa, se determinará y revisará de acuerdo con las previsiones de las normas sobre calidad 
de las aguas del mar.

3. El canon será percibido por la Administración otorgante de la autorización de vertido y
se destinará a actuaciones de saneamiento y mejora de la calidad de las aguas del mar.

Artículo 86.  
Se abonarán tasas a percibir por la Administración como contraprestación a las 

siguientes actividades realizadas por la misma:

a) Examen del proyecto en la tramitación de solicitudes de autorizaciones y concesiones.
b) Replanteo y su comprobación en las obras que se realicen sobre el dominio público

marítimo-terrestre y sus zonas de servidumbre, y su inspección y reconocimiento final.
c) Aportación de estudios o documentación técnica, a solicitud de interesados.
d) Práctica de deslindes, delimitaciones y otras actuaciones técnicas y administrativas, a

instancia de los peticionarios.
e) Copias de documentos.

Artículo 87.  
1. Están obligados al pago de la tasa los solicitantes de las prestaciones enumeradas en

el artículo anterior.
2. La base imponible estará constituida por los costes directamente imputables a la

prestación del servicio realizado.
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3. El tipo de gravamen será del 100 por 100 sobre el valor de la base.
4. La obligación de satisfacer las tasas nace para los solicitantes en el momento de ser

admitida por la Administración la prestación del servicio.
5. La tasa será exigible, en la cuantía que corresponda, en el plazo que se fije a partir de

la fecha de notificación de la liquidación.

CAPÍTULO II BIS
Contribuciones especiales

Artículo 87 bis.  
1. Podrán imponerse contribuciones especiales cuando de la ejecución de las obras que

se realicen en el dominio público marítimo-terrestre para su protección, defensa o mejora, o 
para la de los terrenos colindantes, resulte la obtención por personas físicas o jurídicas de un 
beneficio especial, aunque este no pueda fijarse en una cantidad concreta. El aumento de 
valor de determinadas fincas como consecuencia de la ejecución de las obras tendrá, a 
estos efectos, la consideración de beneficio especial.

2. Serán sujetos pasivos de estas contribuciones especiales quienes se beneficien de
modo directo con las obras de protección, defensa y mejora del domino público marítimo-
terrestre; y especialmente los titulares de derechos de ocupación, así como los propietarios 
de las fincas y establecimientos colindantes.

3. La base imponible se fijará en el real decreto por el que se acuerde la contribución
especial no pudiendo exceder del cincuenta por ciento del coste total de las obras.

4. El importe total de la contribución especial se repartirá entre los sujetos pasivos,
atendiendo a aquellos criterios objetivos que, según la naturaleza de las obras y 
circunstancias concurrentes, se determinen entre los que figuran a continuación:

a) Superficie de las concesiones y fincas colindantes beneficiadas.
b) Plazo restante para la extinción del derecho de ocupación.
c) Los que determine el real decreto por el que se acuerde la contribución especial en

atención a las circunstancias particulares que concurran en la obra.

5. El Gobierno, mediante real decreto aprobado a propuesta de los Ministerios de
Hacienda y Administraciones Públicas, y de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, 
acordará el establecimiento de contribuciones especiales en los supuestos a que se refiere 
la presente Ley.

CAPÍTULO III
Fianzas

Artículo 88.  
1. Los peticionarios de concesiones y autorizaciones en el dominio público marítimo-

terrestre reguladas por la presente Ley acreditarán ante la Administración competente, al 
presentar la solicitud, la prestación de la fianza provisional, por un importe del 2 por 100 del 
presupuesto de las obras o instalaciones a realizar en el dominio de que se trate, en la forma 
que se determine reglamentariamente.

2. Otorgada la concesión o autorización, se constituirá la fianza definitiva, elevando la
provisional al 5 por 100 del presupuesto correspondiente de las obras o instalaciones. Si el 
peticionario hubiera prestado fianza por la solicitud de otras concesiones o autorizaciones a 
otorgar por la Administración del Estado, que sean exigibles para la realización de la 
actividad que motiva la solicitud de ocupación del dominio público, la cuantía total acumulada 
de dichas fianzas no podrá exceder del 5 por 100 del referido presupuesto.

3. Si el interesado desistiera de la petición o renunciara al título, perderá la fianza
constituida.

4. En el caso de vertidos, la Administración competente podrá exigir la constitución de
una fianza complementaria, para responder del cumplimiento de las condiciones de aquél, 
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en cuantía equivalente al importe de un semestre del canon de vertido, y será susceptible de 
revisiones periódicas en función de las variaciones de éste.

5. La fianza definitiva será devuelta al año de la aprobación del reconocimiento de las
obras, en caso de concesión o de autorización con plazo de vencimiento superior al año, y 
en otro caso a su vencimiento, salvo en los supuestos de renuncia y caducidad, con 
deducción de las cantidades que, en su caso, deban hacerse efectivas en concepto de 
penalidades y responsabilidades en que haya podido incurrir el concesionario.

6. El derecho a la devolución de la fianza prescribirá si no ha sido solicitada en el plazo
de cinco años, a partir del momento en que sea procedente.

CAPÍTULO IV
Valoración de rescates

Artículo 89.  
La valoración de las concesiones, en caso de rescate total o parcial, se atendrá a las 

siguientes reglas:

a) Se indemnizará por el valor de las obras no amortizadas, incluidas en el acta de
reconocimiento de la concesión, suponiendo una amortización lineal para el período de 
duración de aquélla, actualizando los precios del proyecto, incluso honorarios del mismo y 
dirección de obras, con arreglo a las normas oficiales y considerando el estado de las obras.

b) Se indemnizará también por la pérdida de beneficios en el ejercicio económico o año
en curso, en el que se realiza el rescate, debidamente justificada con las declaraciones 
presentadas a efectos fiscales.

c) En cualquier caso, no se tendrán en cuenta las obras e instalaciones realizadas por el
concesionario sin previa autorización, que pasarán al dominio público sin derecho a 
indemnización.
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TÍTULO I
Principios y disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y finalidad.
1. Esta ley establece las bases que deben regir la evaluación ambiental de los planes,

programas y proyectos que puedan tener efectos significativos sobre el medio ambiente, 
garantizando en todo el territorio del Estado un elevado nivel de protección ambiental, con el 
fin de promover un desarrollo sostenible, mediante:

a) La integración de los aspectos medioambientales en la elaboración y en la adopción,
aprobación o autorización de los planes, programas y proyectos;

b) el análisis y la selección de las alternativas que resulten ambientalmente viables;
c) el establecimiento de las medidas que permitan prevenir, corregir y, en su caso,

compensar los efectos adversos sobre el medio ambiente;
d) el establecimiento de las medidas de vigilancia, seguimiento y sanción necesarias

para cumplir con las finalidades de esta ley.

2. Asimismo, esta ley establece los principios que informarán el procedimiento de
evaluación ambiental de los planes, programas y proyectos que puedan tener efectos 
significativos sobre el medio ambiente, así como el régimen de cooperación entre la 
Administración General del Estado y las comunidades autónomas a través de la Conferencia 
Sectorial de Medio Ambiente.

Artículo 2.  Principios de la evaluación ambiental.
Los procedimientos de evaluación ambiental se sujetarán a los siguientes principios:

a) Protección y mejora del medio ambiente.
b) Precaución y acción cautelar.
c) Acción preventiva, corrección y compensación de los impactos sobre el medio

ambiente.
d) Quien contamina paga.
e) Racionalización, simplificación y concertación de los procedimientos de evaluación

ambiental.
f) Cooperación y coordinación entre la Administración General del Estado y las

Comunidades Autónomas.
g) Proporcionalidad entre los efectos sobre el medio ambiente de los planes, programas

y proyectos, y el tipo de procedimiento de evaluación al que en su caso deban someterse.
h) Colaboración activa de los distintos órganos administrativos que intervienen en el

procedimiento de evaluación, facilitando la información necesaria que se les requiera.
i) Participación pública.
j) Desarrollo sostenible.
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k) Integración de los aspectos ambientales en la toma de decisiones.
l) Actuación de acuerdo al mejor conocimiento científico posible.

Artículo 3.  Actuación y relaciones entre Administraciones Públicas.
1. Las Administraciones Públicas ajustarán sus actuaciones en materia de evaluación

ambiental a los principios de lealtad institucional, coordinación, información mutua, 
cooperación, colaboración y coherencia.

En particular, las Administraciones que puedan estar interesadas en el plan, programa o 
proyecto debido a sus responsabilidades medioambientales específicas o a sus 
competencias autonómicas o locales serán consultadas sobre la información proporcionada 
por el promotor y sobre la solicitud de adopción, aprobación o autorización del plan, 
programa o proyecto.

De conformidad con los principios de racionalización y agilidad de los procedimientos 
administrativos y de cooperación, colaboración y coordinación, las Administraciones Públicas 
consultadas emitirán los informes que correspondan con la máxima diligencia posible y, en 
todo caso, dentro de los plazos establecidos al efecto.

Cuando corresponda a la Administración General del Estado formular la declaración 
ambiental estratégica o la declaración de impacto ambiental, o bien emitir el informe 
ambiental estratégico o el informe de impacto ambiental regulados en esta ley, se consultará 
preceptivamente al órgano que ostente las competencias en materia de medio ambiente de 
la comunidad autónoma afectada por el plan, programa o proyecto.

2. Las Administraciones Públicas garantizarán que el órgano ambiental y el órgano
sustantivo ejerzan las funciones derivadas de la presente ley de manera objetiva, y aplicarán 
en su organización una adecuada separación de las funciones que puedan dar lugar a un 
conflicto de intereses cuando el órgano ambiental sea simultáneamente el órgano sustantivo 
o el promotor del plan, programa o proyecto.

3. Cuando el órgano sustantivo sea simultáneamente el promotor del plan, programa o
proyecto, el órgano sustantivo realizará las actuaciones atribuidas al promotor en esta ley.

4. El órgano sustantivo informará al órgano ambiental de cualquier incidencia que se
produzca durante la tramitación del procedimiento administrativo sustantivo de adopción, 
aprobación o autorización de un plan, programa o proyecto que tenga relevancia a los 
efectos de la tramitación de la evaluación ambiental, singularmente aquellas que supongan 
el archivo o la caducidad del procedimiento sustantivo.

Artículo 4.  Cooperación en el marco de la Conferencia Sectorial de Medio Ambiente.
1. La Conferencia Sectorial de Medio Ambiente analizará y propondrá las modificaciones

normativas necesarias para cumplir con los principios recogidos en este título y establecer 
un procedimiento de evaluación ambiental homogéneo en todo el territorio nacional.

2. En particular, la Conferencia Sectorial impulsará los cambios normativos y reformas
necesarias que podrán consistir en la modificación, derogación o refundición de la normativa 
autonómica existente, o la remisión a esta ley, con las salvedades que exijan sus 
particularidades organizativas.

3. La Conferencia Sectorial podrá establecer mecanismos para garantizar que las
Administraciones públicas afectadas emitan en plazo los informes previstos en esta ley.

4. En el seno de la Conferencia Sectorial podrán constituirse grupos de trabajo de
carácter técnico que elaboren guías metodológicas de evaluación ambiental que permitan la 
estandarización de estos procedimientos.

Artículo 5.  Definiciones.
1. A los efectos de esta ley se entenderá por:

a) “Evaluación ambiental”: proceso a través del cual se analizan los efectos significativos
que tienen o pueden tener los planes, programas y proyectos, antes de su adopción, 
aprobación o autorización sobre el medio ambiente, incluyendo en dicho análisis los efectos 
de aquellos sobre los siguientes factores: la población, la salud humana, la flora, la fauna, la 
biodiversidad, la geodiversidad, la tierra, el suelo, el subsuelo, el aire, el agua, el clima, el 
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cambio climático, el paisaje, los bienes materiales, incluido el patrimonio cultural, y la 
interacción entre todos los factores mencionados.

La evaluación ambiental incluye tanto la evaluación ambiental estratégica, que procede 
respecto de los planes o programas, como la evaluación de impacto ambiental, que procede 
respecto de los proyectos. En ambos casos la evaluación ambiental podrá ser ordinaria o 
simplificada y tendrá carácter instrumental respecto del procedimiento administrativo de 
aprobación o de adopción de planes y programas, así como respecto del de autorización de 
proyectos o, en su caso, respecto de la actividad administrativa de control de los proyectos 
sometidos a declaración responsable o comunicación previa.

b) “Impacto o efecto significativo”: alteración de carácter permanente o de larga duración
de uno o varios factores mencionados en la letra a).

En el caso de espacios Red Natura 2000: efectos apreciables que pueden empeorar los 
parámetros que definen el estado de conservación de los hábitats o especies objeto de 
conservación en el lugar o, en su caso, las posibilidades de su restablecimiento.

c) “Documento de alcance”: pronunciamiento del órgano ambiental dirigido al promotor
que tiene por objeto delimitar sobre el contenido, la amplitud, nivel de detalle y grado de 
especificación que debe tener el estudio ambiental estratégico y el estudio de impacto 
ambiental.

d) “Órgano sustantivo”: órgano de la Administración pública que ostenta las
competencias para adoptar o aprobar un plan o programa, para autorizar un proyecto, o para 
controlar la actividad de los proyectos sujetos a declaración responsable o comunicación 
previa, salvo que el proyecto consista en diferentes actuaciones en materias cuya 
competencia la ostenten distintos órganos de la Administración pública estatal, autonómica o 
local, en cuyo caso, se considerará órgano sustantivo aquel que ostente las competencias 
sobre la actividad a cuya finalidad se orienta el proyecto, con prioridad sobre los órganos que 
ostentan competencias sobre actividades instrumentales o complementarias respecto a 
aquella.

e) “Órgano ambiental”: órgano de la Administración pública que elabora, en su caso, el
documento de alcance, que realiza el análisis técnico de los expedientes de evaluación 
ambiental y formula las declaraciones ambientales estratégicas, los informes ambientales 
estratégicos, las declaraciones de impacto ambiental, y los informes de impacto ambiental.

f) “Público”: cualquier persona física o jurídica, así como sus asociaciones,
organizaciones o grupos, constituidos con arreglo a la normativa que les sea de aplicación 
que no reúnan los requisitos para ser considerados como personas interesadas.

g) “Personas interesadas”: se consideran personas interesadas a los efectos de esta ley:

1.º Todas aquellas en quienes concurran cualquiera de las circunstancias previstas en el
artículo 4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas.

2.º Cualesquiera personas jurídicas sin ánimo de lucro que, de conformidad con la Ley
27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de 
participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente (incorpora las 
Directivas 2003/4/CE y 2003/35/CE), cumplan los siguientes requisitos:

i) Que tengan, entre los fines acreditados en sus estatutos la protección del medio
ambiente en general o la de alguno de sus elementos en particular, y que tales fines puedan 
resultar afectados por la evaluación ambiental.

ii) Que lleven, al menos, dos años legalmente constituidas y vengan ejerciendo, de modo
activo, las actividades necesarias para alcanzar los fines previstos en sus estatutos.

iii) Que según sus estatutos, desarrollen su actividad en un ámbito territorial que resulte
afectado por el plan, programa o proyecto que deba someterse a evaluación ambiental.

h) “Administraciones Públicas afectadas”: aquellas Administraciones Públicas que tienen
competencias específicas en las siguientes materias: población, salud humana, 
biodiversidad, geodiversidad, fauna, flora, suelo, subsuelo, agua, aire, ruido, factores 
climáticos, paisaje, bienes materiales, patrimonio cultural, ordenación del territorio y 
urbanismo.
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i) “Patrimonio cultural”: concepto que incluye todas las acepciones de este tipo de
patrimonio, tales como histórico, artístico, arquitectónico, arqueológico, industrial e 
inmaterial.

j) “Medidas compensatorias Red Natura 2000”: las medidas específicas definidas y
reguladas en el artículo 3, apartados 24 y 46, de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, de 
Patrimonio Natural y de la Biodiversidad.

k) “Medidas compensatorias”: medidas excepcionales que se aplican ante impactos
residuales.

l) “Análisis técnico del expediente”: análisis cuya finalidad es deducir los efectos
esperados de los planes, programas y proyectos sobre los diferentes factores objeto de la 
evaluación ambiental, y proponer las medidas más adecuadas para su prevención, 
corrección o compensación, así como sus respectivos seguimientos.

Se analizará, en particular, la calidad, completitud y suficiencia del estudio de impacto 
ambiental, en su caso, su conformidad con el documento de alcance, y cómo se ha tenido en 
consideración el resultado del trámite de información pública, de las consultas a las 
Administraciones Públicas afectadas y a las personas interesadas y, en su caso, el resultado 
de las consultas transfronterizas.

2. A los efectos de la evaluación ambiental estratégica regulada en esta ley, se
entenderá por:

a) “Promotor”: cualquier persona física o jurídica, pública o privada, que pretende
elaborar un plan o programa de los contemplados en el ámbito de aplicación de esta ley, 
independientemente considerado de la Administración que en su momento sea la 
competente para su adopción o aprobación.

b) “Planes y programas”: el conjunto de estrategias, directrices y propuestas destinadas
a satisfacer necesidades sociales, no ejecutables directamente, sino a través de su 
desarrollo por medio de uno o varios proyectos.

c) “Estudio ambiental estratégico”: estudio elaborado por el promotor que, siendo parte
integrante del plan o programa, identifica, describe y analiza los posibles efectos 
significativos sobre el medio ambiente derivados o que puedan derivarse de la aplicación del 
plan o programa, así como unas alternativas razonables, técnica y ambientalmente viables, 
que tengan en cuenta los objetivos y el ámbito territorial de aplicación del plan o programa, 
con el fin de prevenir o corregir los efectos adversos sobre el medio ambiente de la 
aplicación del plan o programa.

d) “Declaración Ambiental Estratégica”: informe preceptivo y determinante del órgano
ambiental con el que finaliza la evaluación ambiental estratégica ordinaria y que se 
pronuncia sobre la integración de los aspectos ambientales en la propuesta final del plan o 
programa.

e) “Informe Ambiental Estratégico”: informe preceptivo y determinante del órgano
ambiental con el que finaliza la evaluación ambiental estratégica simplificada.

f) “Modificaciones menores”: cambios en las características de los planes o programas ya
adoptados o aprobados que no constituyen variaciones fundamentales de las estrategias, 
directrices y propuestas o de su cronología pero que producen diferencias en los efectos 
previstos o en la zona de influencia.

3. A los efectos de la evaluación de impacto ambiental de proyectos regulada en esta ley
y sin perjuicio de las definiciones contenidas en la normativa sobre instalaciones nucleares y 
radiactivas, se entenderá por:

a) “Promotor”: cualquier persona física o jurídica, pública o privada, que pretende realizar
un proyecto de los comprendidos en el ámbito de aplicación de esta ley, con independencia 
de la Administración que sea la competente para su autorización.

b) “Proyecto”: cualquier actuación prevista que consista en:

1.º la ejecución, explotación, desmantelamiento o demolición de una obra, una
construcción, o instalación, o bien

2.º cualquier intervención en el medio natural o en el paisaje, incluidas las destinadas a
la explotación o al aprovechamiento de los recursos naturales o del suelo y del subsuelo, así 
como de las aguas continentales o marinas.
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c) “Estudio de impacto ambiental”: documento elaborado por el promotor que acompaña
al proyecto e identifica, describe, cuantifica y analiza los posibles efectos significativos sobre 
el medio ambiente derivados o que puedan derivarse del proyecto, así como la 
vulnerabilidad del proyecto ante riesgos de accidentes graves o de catástrofes, el riesgo de 
que se produzcan dichos accidentes graves o catástrofes y el obligatorio análisis de los 
probables efectos adversos significativos en el medio ambiente en caso de ocurrencia. 
También analiza las diversas alternativas razonables, técnica y ambientalmente viables, y 
determina las medidas necesarias para prevenir, corregir y, en su caso, compensar, los 
efectos adversos sobre el medio ambiente.

d) “Declaración de Impacto Ambiental”: informe preceptivo y determinante del órgano
ambiental con el que finaliza la evaluación de impacto ambiental ordinaria, que evalúa la 
integración de los aspectos ambientales en el proyecto y determina las condiciones que 
deben establecerse para la adecuada protección del medio ambiente y de los recursos 
naturales durante la ejecución y la explotación y, en su caso, el cese, el desmantelamiento o 
demolición del proyecto.

e) “Informe de Impacto Ambiental”: informe preceptivo y determinante del órgano
ambiental con el que finaliza la evaluación de impacto ambiental simplificada.

f) “Vulnerabilidad del proyecto”: características físicas de un proyecto que pueden incidir
en los posibles efectos adversos significativos que sobre el medio ambiente se puedan 
producir como consecuencia de un accidente grave o una catástrofe.

g) “Accidente grave”: suceso, como una emisión, un incendio o una explosión de gran
magnitud, que resulte de un proceso no controlado durante la ejecución, explotación, 
desmantelamiento o demolición de un proyecto, que suponga un peligro grave, ya sea 
inmediato o diferido, para las personas o el medio ambiente.

h) “Catástrofe”: suceso de origen natural, como inundaciones, subida del nivel del mar o
terremotos, ajeno al proyecto que produce gran destrucción o daño sobre las personas o el 
medio ambiente.

Artículo 6.  Ámbito de aplicación de la evaluación ambiental estratégica.
1. Serán objeto de una evaluación ambiental estratégica ordinaria los planes y

programas, así como sus modificaciones, que se adopten o aprueben por una 
Administración pública y cuya elaboración y aprobación venga exigida por una disposición 
legal o reglamentaria o por acuerdo del Consejo de Ministros o del Consejo de Gobierno de 
una comunidad autónoma, cuando:

a) Establezcan el marco para la futura autorización de proyectos legalmente sometidos a
evaluación de impacto ambiental y se refieran a la agricultura, ganadería, silvicultura, 
acuicultura, pesca, energía, minería, industria, transporte, gestión de residuos, gestión de 
recursos hídricos, ocupación del dominio público marítimo terrestre, utilización del medio 
marino, telecomunicaciones, turismo, ordenación del territorio urbano y rural, o del uso del 
suelo; o bien,

b) Requieran una evaluación por afectar a espacios Red Natura 2000 en los términos
previstos en la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la 
Biodiversidad.

c) Los comprendidos en el apartado 2 cuando así lo decida caso por caso el órgano
ambiental en el informe ambiental estratégico de acuerdo con los criterios del anexo V.

d) Los planes y programas incluidos en el apartado 2, cuando así lo determine el órgano
ambiental, a solicitud del promotor.

2. Serán objeto de una evaluación ambiental estratégica simplificada:

a) Las modificaciones menores de los planes y programas mencionados en el apartado
anterior.

b) Los planes y programas mencionados en el apartado anterior que establezcan el uso,
a nivel municipal, de zonas de reducida extensión.

c) Los planes y programas que, estableciendo un marco para la autorización en el futuro
de proyectos, no cumplan los demás requisitos mencionados en el apartado anterior.
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Artículo 7.  Ámbito de aplicación de la evaluación de impacto ambiental.
1. Serán objeto de una evaluación de impacto ambiental ordinaria los siguientes

proyectos:

a) Los comprendidos en el anexo I, así como los proyectos que, presentándose
fraccionados, alcancen los umbrales del anexo I mediante la acumulación de las magnitudes 
o dimensiones de cada uno de los proyectos considerados.

b) Los comprendidos en el apartado 2, cuando así lo decida caso por caso el órgano
ambiental, en el informe de impacto ambiental de acuerdo con los criterios del anexo III.

c) Cualquier modificación de las características de un proyecto consignado en el anexo I
o en el anexo II, cuando dicha modificación cumple, por sí sola, los umbrales establecidos en
el anexo I.

d) Los proyectos incluidos en el apartado 2, cuando así lo solicite el promotor.

2. Serán objeto de una evaluación de impacto ambiental simplificada:

a) Los proyectos comprendidos en el anexo II.
b) Los proyectos no incluidos ni en el anexo I ni el anexo II que puedan afectar de forma

apreciable, directa o indirectamente, a Espacios Protegidos Red Natura 2000.
c) Cualquier modificación de las características de un proyecto del anexo I o del anexo II,

distinta de las modificaciones descritas en el artículo 7.1.c) ya autorizados, ejecutados o en 
proceso de ejecución, que pueda tener efectos adversos significativos sobre el medio 
ambiente. Se entenderá que esta modificación puede tener efectos adversos significativos 
sobre el medio ambiente cuando suponga:

1.º Un incremento significativo de las emisiones a la atmósfera.
2.º Un incremento significativo de los vertidos a cauces públicos o al litoral.
3.º Incremento significativo de la generación de residuos.
4.º Un incremento significativo en la utilización de recursos naturales.
5.º Una afección a Espacios Protegidos Red Natura 2000.
6.º Una afección significativa al patrimonio cultural.

d) Los proyectos que, presentándose fraccionados, alcancen los umbrales del anexo II
mediante la acumulación de las magnitudes o dimensiones de cada uno de los proyectos 
considerados.

e) Los proyectos del anexo I que sirven exclusiva o principalmente para desarrollar o
ensayar nuevos métodos o productos, siempre que la duración del proyecto no sea superior 
a dos años.

Artículo 8.  Supuestos excluidos de evaluación ambiental y proyectos excluibles.
1. No serán objeto de evaluación ambiental estratégica los siguientes planes y

programas:

a) Los que tengan como único objeto la defensa nacional o la protección civil en casos
de emergencia.

b) Los de tipo financiero o presupuestario.

2. El órgano sustantivo podrá determinar, caso por caso, que la evaluación de impacto
ambiental no se aplicará a los proyectos o partes de proyectos que tengan como único 
objetivo la defensa y a los proyectos que tengan como único objetivo la respuesta a casos de 
emergencia civil, cuando tal aplicación pudiera tener repercusiones negativas sobre tales 
objetivos.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 49, el Consejo de Ministros, en el ámbito de
la Administración General del Estado, o en su caso, el órgano que determine la legislación 
de cada comunidad autónoma, en su respectivo ámbito de competencias, podrán, a 
propuesta del órgano sustantivo, en supuestos excepcionales y mediante acuerdo motivado, 
excluir un proyecto determinado de la evaluación de impacto ambiental, cuando su 
aplicación pueda tener efectos perjudiciales para la finalidad del proyecto o aquellos 
proyectos que consistan en obras de reparación o mejora de infraestructuras críticas, 
definidas en la Ley 8/2011, de 28 de abril, por la que se establecen medidas para la 
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protección de las infraestructuras críticas, que hayan sido dañadas como consecuencia de 
acontecimientos catastróficos o cuyo refuerzo sea necesario para garantizar la seguridad 
nacional.

4. En los casos previstos en el apartado anterior, a propuesta del órgano sustantivo, el
Consejo de Ministros en el ámbito de la Administración General del Estado o, en su caso, el 
órgano que determine la legislación de cada comunidad autónoma en su respectivo ámbito 
de competencias, decidirá en el acuerdo de exclusión si procede someter el proyecto a otra 
forma alternativa de evaluación que cumpla los principios y objetivos de esta ley, que 
realizará el órgano sustantivo.

El órgano sustantivo publicará el acuerdo de exclusión y los motivos que lo justifican en 
el “Boletín Oficial del Estado” o diario oficial correspondiente. Adicionalmente, pondrá a 
disposición del público la información relativa a la decisión de exclusión y los motivos que la 
justifican, y el examen sobre las formas alternativas de evaluación del proyecto excluido.

El órgano sustantivo comunicará la información prevista en el párrafo anterior a la 
Comisión Europea, con carácter previo a la autorización del proyecto.

5. Las posibilidades de exclusión reguladas en este artículo no eximirán al promotor de
efectuar una evaluación de las repercusiones sobre los espacios Red Natura 2000, cuando 
se trate de planes, programas y proyectos que, sin tener relación directa con la gestión del 
lugar o sin ser necesarios para la misma, puedan afectar de forma apreciable a las especies 
o hábitats de los citados espacios, ya sea individualmente o en combinación con otros
planes, programas o proyectos.

Para ello, el promotor elaborará un informe de repercusiones sobre los hábitats y 
especies objetivo de conservación de los espacios afectados, incluyendo las medidas 
preventivas, correctoras y compensatorias Red Natura 2000 adecuadas para su 
mantenimiento en un estado de conservación favorable, y un esquema de seguimiento 
ambiental, y el órgano sustantivo consultará preceptivamente al órgano competente en la 
gestión de los espacios Red Natura 2000 afectados, para remitir posteriormente el informe 
junto con la consulta al órgano ambiental, al objeto de que éste determine, a la vista del 
expediente, si el plan, programa o proyecto causará un perjuicio a la integridad de algún 
espacio Red Natura 2000. En caso afirmativo se sustanciará el procedimiento regulado por 
los apartados 4 a 7 del artículo 46 de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio 
Natural y de la Biodiversidad. La aprobación del proyecto incluirá expresamente las medidas 
y el programa de seguimiento ambiental adoptados.

En casos de fuerza mayor, reacción ante catástrofes o accidentes graves, parte o todas 
las actuaciones señaladas en el párrafo anterior podrán realizarse a posteriori, justificándose 
dichas circunstancias en la aprobación del proyecto.

Artículo 9.  Obligaciones generales.
1. Los planes y los programas incluidos en el ámbito de aplicación de esta ley deberán

someterse a una evaluación ambiental antes de su adopción o aprobación. Asimismo, los 
proyectos incluidos en el ámbito de aplicación de esta ley que puedan tener efectos 
significativos en el medio ambiente, en virtud, entre otras cosas, de su naturaleza, 
dimensiones o localización, deberán someterse a una evaluación ambiental antes de su 
autorización, o bien, si procede, en el caso de proyectos, antes de la presentación de una 
declaración responsable o de una comunicación previa a las que se refiere el artículo 69 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.

Carecerán de validez los actos de adopción, aprobación o autorización de los planes, 
programas y proyectos que, estando incluidos en el ámbito de aplicación de esta ley no se 
hayan sometido a evaluación ambiental, sin perjuicio de las sanciones que, en su caso, 
puedan corresponder.

No se realizará la evaluación de impacto ambiental regulada en el título II de los 
proyectos incluidos en el artículo 7 de esta ley que se encuentren parcial o totalmente 
ejecutados sin haberse sometido previamente al procedimiento de evaluación de impacto 
ambiental.

2. Cuando el acceso a una actividad o a su ejercicio exija una declaración responsable o
una comunicación previa y de acuerdo con esta ley, requiera una evaluación de impacto 
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ambiental, la declaración responsable o la comunicación previa no podrán presentarse ante 
el órgano sustantivo antes de la publicación en el “Boletín Oficial del Estado” o diario oficial 
correspondiente de la declaración de impacto ambiental o del informe de impacto ambiental. 
Sólo con posterioridad a dicha publicación, el órgano sustantivo, mediante resolución, 
admitirá la declaración responsable o comunicación previa.

La declaración responsable o la comunicación previa relativa a un proyecto carecerá de 
validez y eficacia a todos los efectos si debiendo haber sido sometido a una evaluación 
ambiental no lo hubiese sido, sin perjuicio de las sanciones que, en su caso, procedan.

3. Con el fin de garantizar la participación efectiva, los trámites de información pública, y
de consulta a las Administraciones Públicas afectadas y a las personas interesadas 
regulados en esta ley, se efectuarán por vía electrónica y mediante anuncios públicos u otros 
medios apropiados que garanticen la máxima difusión a la ciudadanía dentro de los 
municipios afectados y los colindantes.

Las Administraciones Públicas, dentro del trámite de información pública, adoptarán las 
medidas necesarias para garantizar que la información pertinente sea accesible 
electrónicamente por parte del público, a través de, al menos, un portal central o de puntos 
de acceso sencillo, en el nivel de la administración territorial correspondiente.

4. Cuando las personas interesadas que deban ser consultadas sean desconocidas, la
notificación se hará por medio de un anuncio publicado en el “Boletín Oficial del Estado” o 
diario oficial correspondiente.

Adicionalmente, en los procedimientos de evaluación de impacto ambiental de proyectos, 
se publicarán anuncios en el tablón de edictos, y en su caso, en la página web de los 
Ayuntamientos afectados. El plazo de exposición será de treinta días hábiles. Transcurrido el 
plazo de consulta, el Ayuntamiento remitirá al órgano sustantivo o, en su caso, al órgano 
ambiental, un certificado de exposición pública en el que haga constar el lugar y periodo en 
que ha estado expuesta la documentación ambiental.

5. Las Administraciones Públicas garantizarán que los órganos ambientales disponen de
conocimientos para examinar los estudios y documentos ambientales estratégicos, y los 
estudios y documentos de impacto ambiental, y que, de ser necesario pueden solicitar 
informes a organismos científicos, académicos u otros que posean dichos conocimientos.

Artículo 10.  Falta de emisión de las declaraciones e informes ambientales.
La falta de emisión de la declaración ambiental estratégica, del informe ambiental 

estratégico, de la declaración de impacto ambiental o del informe de impacto ambiental, en 
los plazos legalmente establecidos, en ningún caso podrá entenderse que equivale a una 
evaluación ambiental favorable.

Artículo 11.  Determinación del órgano ambiental y del órgano sustantivo.
1. Corresponde al órgano del Ministerio competente en materia de medio ambiente que

se determine reglamentariamente, ejercer las funciones atribuidas por esta ley al órgano 
ambiental cuando se trate de la evaluación ambiental de planes, programas o proyectos que 
deban ser adoptados, aprobados o autorizados por la Administración General del Estado y 
los organismos públicos vinculados o dependientes de ella, o que sean objeto de declaración 
responsable o comunicación previa ante esta administración.

2. Las funciones atribuidas por esta ley al órgano ambiental y al órgano sustantivo, en
cuanto a la tramitación de los distintos procedimientos, corresponderán a los órganos que 
determine la legislación de cada comunidad autónoma cuando se trate de la evaluación 
ambiental de planes, programas o proyectos que deban ser adoptados, aprobados o 
autorizados por las comunidades autónomas o que sean objeto de declaración responsable 
o comunicación previa ante las mismas.

3. En el caso de planes, programas y proyectos cuya adopción, aprobación o
autorización corresponda a las entidades locales, las funciones atribuidas por esta ley al 
órgano ambiental y al órgano sustantivo corresponderán al órgano de la Administración 
autonómica o local que determine la legislación autonómica.
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Artículo 12.  Resolución de discrepancias.
1. En el supuesto de que existan discrepancias entre el órgano sustantivo y el órgano

ambiental sobre el contenido de la declaración ambiental estratégica, de la declaración de 
impacto ambiental, o en su caso, del informe ambiental estratégico, o del informe de impacto 
ambiental resolverá según la Administración que haya tramitado el expediente, el Consejo de 
Ministros o el Consejo de Gobierno u órgano que la comunidad autónoma determine.

2. El órgano sustantivo trasladará al órgano ambiental escrito fundado donde manifieste
las razones que motivan la discrepancia junto con toda la documentación, incluyendo 
cuantos informes y documentos estime oportunos, en el plazo máximo de treinta días hábiles 
desde la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» o diario oficial correspondiente de la 
declaración ambiental estratégica, de la declaración de impacto ambiental, o en su caso, del 
informe ambiental estratégico, o del informe de impacto ambiental.

3. Recibido el escrito de discrepancias, el órgano ambiental deberá pronunciarse en un
plazo máximo de treinta días hábiles. Si el órgano ambiental no se pronunciase en el citado 
plazo, se entenderá que mantiene su criterio respecto del contenido de la declaración 
ambiental estratégica, de la declaración de impacto ambiental, o en su caso, del informe 
ambiental estratégico, o del informe de impacto ambiental formulado.

4. El órgano sustantivo elevará la discrepancia al órgano competente para su resolución,
quien se pronunciará en un plazo máximo de sesenta días hábiles contados desde su 
recepción. En tanto no se pronuncie el órgano que debe resolver la discrepancia, se 
considerará que la declaración ambiental estratégica, la declaración de impacto ambiental, o 
en su caso, el informe ambiental estratégico, o el informe de impacto ambiental mantienen 
su eficacia.

5. El acuerdo por el que se resuelve la discrepancia se publicará en el «Boletín Oficial
del Estado» o diario oficial correspondiente.

Artículo 13.  Relación entre la evaluación ambiental estratégica y la evaluación de impacto 
ambiental.

1. La evaluación ambiental estratégica de un plan o programa no excluye la evaluación
de impacto ambiental de los proyectos que de ellos se deriven.

2. El órgano ambiental podrá acordar motivadamente, en aras del principio de eficacia, la
incorporación de trámites y de actos administrativos del procedimiento de evaluación 
ambiental estratégico en otros procedimientos de evaluación ambiental, siempre y cuando no 
haya transcurrido el plazo establecido en el plan o programa o, en su defecto, el de cuatro 
años desde la publicación de la declaración ambiental estratégica y no se hayan producido 
alteraciones de las circunstancias tenidas en cuenta en la evaluación ambiental estratégica.

Artículo 14.  Relación entre la evaluación de impacto ambiental y la autorización ambiental 
integrada.

Las comunidades autónomas dispondrán lo necesario para incluir las actuaciones en 
materia de evaluación de impacto ambiental, cuando así sea exigible, en el procedimiento de 
otorgamiento y modificación de la autorización ambiental integrada.

Artículo 15.  Confidencialidad.
1. Las Administraciones Públicas que intervienen en los procedimientos de evaluación

ambiental deberán respetar la confidencialidad de las informaciones aportadas por el 
promotor que, de conformidad con la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de las personas físicas, tengan dicho carácter, teniendo en cuenta, en 
todo caso, la protección del interés público, sin perjuicio de lo establecido en la Ley 27/2006, 
de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de 
participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente (incorpora las 
Directivas 2003/4/CE y 2003/35/CE).

2. El promotor deberá indicar qué parte de la información contenida en la documentación
presentada considera que debería gozar de confidencialidad. La Administración competente 
decidirá sobre la información que, según la legislación vigente, esté exceptuada del secreto 
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comercial o industrial, incluida la propiedad intelectual, y sobre la información amparada por 
la confidencialidad.

Artículo 16.  Capacidad técnica y responsabilidad del autor de los estudios y documentos 
ambientales.

1. El promotor garantizará que el documento inicial estratégico, el estudio ambiental
estratégico y el documento ambiental estratégico, en el caso de la evaluación ambiental 
estratégica, y el documento inicial, el estudio de impacto ambiental y el documento 
ambiental, en el caso de la evaluación de impacto ambiental, han sido realizados por 
personas que posean la capacidad técnica suficiente de conformidad con las normas sobre 
cualificaciones profesionales y de la educación superior, y tendrán la calidad y exhaustividad 
necesarias para cumplir las exigencias de esta ley. Para ello, los estudios y documentos 
ambientales mencionados deberán identificar a su autor o autores indicando su titulación y, 
en su caso, profesión regulada. Además, deberá constar la fecha de conclusión y firma del 
autor.

2. Los autores de los citados documentos serán responsables del contenido y fiabilidad
de los estudios y documentos ambientales citados en el apartado anterior, excepto en lo que 
se refiere a los datos recibidos de la Administración de forma fehaciente.
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2.º 40.000 plazas para gallinas ponedoras.
3.º 2.000 plazas para cerdos de cebo.
4.º 750 plazas para cerdas reproductoras o de cría.
5.º 750 plazas de vacuno de leche y 1.100 plazas para vacuno de cebo.

b) Transformación de áreas sin cultivar o áreas naturales o seminaturales para la
explotación agrícola sobre una superficie mayor de 50 ha.

c) Proyectos de gestión de recursos hídricos para la agricultura, incluida la
transformación en regadío y la mejora o consolidación del regadío, que afecten a más de 
100 ha.

Grupo 2. Industria extractiva.

a) Explotaciones y frentes de una misma autorización o concesión a cielo abierto de
yacimientos minerales y demás recursos geológicos de las secciones A, B, C y D cuyo 
aprovechamiento está regulado por la Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas, y normativa 
complementaria, cuando se dé alguna de las circunstancias siguientes:

1.º Explotaciones en las que la superficie de terreno afectado supere las 25 ha.
2.º Explotaciones que tengan un movimiento total de tierras superior a 200.000 metros

cúbicos anuales.
3.º Explotaciones que se realicen por debajo del nivel freático, tomando como nivel de

referencia el más elevado entre las oscilaciones anuales, o que pueden suponer una 
disminución de la recarga de acuíferos superficiales o profundos.

4.º Explotaciones de depósitos ligados a la dinámica actual: Fluvial, fluvio-glacial, litoral o
eólica. Aquellos otros depósitos y turberas que por su contenido en flora fósil puedan tener 
interés científico para la reconstrucción palinológica y paleoclimática. Extracción de turba, 
cuando la superficie del terreno de extracción supere las 150 ha.

5.º Explotaciones visibles desde autopistas, autovías, carreteras nacionales y
comarcales, espacios naturales protegidos, núcleos urbanos superiores a 1.000 habitantes o 
situadas a distancias inferiores a 2 km de tales núcleos.

6.º Explotaciones de sustancias que puedan sufrir alteraciones por oxidación,
hidratación, etc., y que induzcan, en límites superiores a los incluidos en las legislaciones 
vigentes, a acidez, toxicidad u otros parámetros en concentraciones tales que supongan 
riesgo para la salud humana o el medio ambiente, como las menas con sulfuros, 
explotaciones de combustibles sólidos, explotaciones que requieran tratamiento por 
lixiviación in situ y minerales radiactivos.

7.º Extracciones que, aun no cumpliendo ninguna de las condiciones anteriores, se
sitúen a menos de 5 km de los límites del área que se prevea afectar por el laboreo y las 
instalaciones anexas de cualquier explotación o concesión minera a cielo abierto existente.

b) Minería subterránea en las explotaciones en las que se dé alguna de las
circunstancias siguientes:

1.º Que su paragénesis pueda, por oxidación, hidratación o disolución, producir aguas
ácidas o alcalinas que den lugar a cambios en el pH o liberen iones metálicos o no metálicos 
que supongan una alteración del medio natural.

2.º Que exploten minerales radiactivos.
3.º Aquéllas cuyos minados se encuentren a menos de 1 km (medido en plano) de

distancia de núcleos urbanos, que puedan inducir riesgos por subsidencia.
4.º Que se realicen por debajo del nivel freático, tomando como nivel de referencia el

más elevado entre las oscilaciones anuales, o que pueden suponer una disminución de la 
recarga de acuíferos superficiales o profundos; aquéllas que se desarrollen a una distancia 
inferior a 500 metros de cursos fluviales continuos o aquellas que puedan afectar a las zonas 
protegidas designadas de acuerdo con el anexo IV de la Directiva 2000/60/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2020, por la que se establece un 
marco comunitario de actuación en el ámbito de la política de aguas.

c) Extracción o almacenamiento subterráneo de petróleo y gas natural con fines
comerciales cuando:

ANEXO I
Proyectos sometidos a la evaluación ambiental ordinaria regulada en el título II, 

capítulo II, sección 1.ª

Grupo 1. Agricultura, silvicultura, acuicultura y ganadería.

a) Instalaciones destinadas a la cría intensiva de ganado que dispongan de más de:

1.º 55.000 plazas para pollos.
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1.º La cantidad de producción sea superior a 500 toneladas por día en el caso del
petróleo y de 500.000 metros cúbicos por día en el caso del gas.

2.º Se realicen en medio marino.

d) Los proyectos consistentes en la realización de perforaciones para la exploración,
investigación o explotación de hidrocarburos, almacenamiento de CO2, almacenamiento de 
gas y geotermia de media y alta entalpía, que requieran la utilización de técnicas de 
fracturación hidráulica. No se incluyen en este apartado las perforaciones de sondeos de 
investigación que tengan por objeto la toma de testigos previos a proyectos de perforación 
que requieran la utilización de técnicas de fracturación hidráulica.

En todos los apartados de este grupo se incluyen las estructuras e instalaciones 
(incluidas las de residuos mineros) necesarias para la extracción, tratamiento, 
almacenamiento, aprovechamiento y transporte de mineral, así como para la gestión de los 
residuos mineros y restauración del espacio afectado por la actividad minera.

Grupo 3. Industria energética.

a) Refinerías de petróleo bruto (con la exclusión de las empresas que produzcan
únicamente lubricantes a partir de petróleo bruto), así como las instalaciones de gasificación 
y de licuefacción de, al menos, 500 t de carbón o de pizarra bituminosa al día.

b) Centrales térmicas y otras instalaciones de combustión de una potencia térmica de, al
menos, 300 MW.

c) Centrales nucleares y otros reactores nucleares, incluidos el desmantelamiento o
clausura definitiva de tales centrales y reactores (con exclusión de las instalaciones de 
investigación para la producción y transformación de materiales fisionables y fértiles, cuya 
potencia máxima no supere 1 kW de carga térmica continua).

d) Instalación de reproceso de combustibles nucleares irradiados.
e) Instalaciones diseñadas para:

1.º La producción o enriquecimiento de combustible nuclear.
2.º El tratamiento o reprocesado de combustible nuclear irradiado o de residuos

radiactivos de alta actividad.
3.º El depósito final del combustible nuclear gastado.
4.º Exclusivamente el depósito final de residuos radiactivos.
5.º Exclusivamente el almacenamiento (proyectado para un período superior a diez años)

de combustibles nucleares irradiados o de residuos radiactivos en un lugar distinto del de 
producción.

f) Tuberías con un diámetro de más de 800 mm y una longitud superior a 40 km para el
transporte de:

1.º Gas, petróleo o productos químicos, incluyendo instalaciones de compresión.
2.º Flujos de dióxido de carbono con fines de almacenamiento geológico, incluidas las

estaciones de bombeo asociadas.

g) Construcción de líneas eléctricas con un voltaje igual o superior a 220 kV y una
longitud superior a 15 km, salvo que discurran íntegramente en subterráneo por suelo 
urbanizado, así como sus subestaciones asociadas. A estos efectos, las líneas aéreas de 
contacto de las infraestructuras ferroviarias no tienen la consideración de líneas de 
transmisión de energía eléctrica

h) Instalaciones para el almacenamiento de petróleo o productos petroquímicos o
químicos con una capacidad de, al menos, 200.000 t.

i) Instalaciones para la utilización de la fuerza del viento para la producción de energía
(parques eólicos) que tengan cincuenta o más aerogeneradores, o que tengan más de 30 
MW, o que se encuentren a menos de 2 km de otro parque eólico en funcionamiento, en 
construcción, con autorización administrativa o con declaración de impacto ambiental.

j) Instalaciones para la producción de energía eléctrica a partir de la energía solar, que
no se ubiquen en cubiertas y tejados y que ocupen más de 100 ha de superficie.

k) Instalaciones para generación de energía hidroeléctrica que afecten a masas de agua
naturales o muy modificadas captando o retornando caudales o interrumpiendo la 
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continuidad longitudinal de los cauces, incluidas centrales reversibles y la rehabilitación de 
antiguas centrales.

l) Instalaciones de almacenamiento energético stand-alone con tecnología distinta a la
electroquímica.

Grupo 4. Industria siderúrgica y del mineral. Producción y elaboración de metales.

a) Instalaciones para la producción de metales en bruto no ferrosos a partir de minerales,
de concentrados o de materias primas secundarias mediante procesos metalúrgicos, 
químicos o electrolíticos.

b) Plantas integradas para la fundición inicial del hierro colado y del acero.
c) Instalaciones para la elaboración de metales ferrosos en las que se realice alguna de

las siguientes actividades:

1.º Laminado en caliente con una capacidad superior a 20 t de acero en bruto por hora.
2.º Forjado con martillos cuya energía de impacto sea superior a 50 kJ por martillo y

cuando la potencia térmica utilizada sea superior a 20 MW.
3.º Aplicación de capas protectoras de metal fundido con una capacidad de tratamiento

de más de 2 t de acero bruto por hora.

d) Fundiciones de metales ferrosos con una capacidad de producción de más de 20 t por
día.

e) Instalaciones para la fundición (incluida la aleación) de metales no ferrosos, con
excepción de metales preciosos, incluidos los productos de recuperación (refinado, restos de 
fundición, etc.), con una capacidad de fusión de más de 4 t para el plomo y el cadmio o 20 t 
para todos los demás metales, por día.

f) Instalaciones para el tratamiento de la superficie de metales y materiales plásticos por
proceso electrolítico o químico, cuando el volumen de las cubetas o de las líneas completas 
destinadas al tratamiento empleadas sea superior a 30 metros cúbicos.

g) Instalaciones de calcinación y de sinterizado de minerales metálicos, con capacidad
superior a 5.000 t por año de mineral procesado.

h) Producción de cemento, cal y óxido de magnesio:

1.º Fabricación de cemento por molienda con una capacidad de producción superior a
500 t diarias.

2.º Fabricación de clínker en hornos rotatorios con una capacidad de producción superior
a 500 t diarias, o en hornos de otro tipo con una capacidad de producción superior a 50 t por 
día.

3.º Producción de cal en hornos con una capacidad de producción superior a 50 t diarias.
4.º Producción de óxido de magnesio en hornos con una capacidad de producción

superior a 50 t diarias.

i) Instalaciones para la fabricación de vidrio, incluida la fibra de vidrio, con una capacidad
de fusión superior a 20 t por día.

j) Instalaciones para la fundición de sustancias minerales, incluida la producción de fibras
minerales, con una capacidad de fundición superior a 20 t por día.

k) Instalaciones para la fabricación de productos cerámicos mediante horneado, en
particular, tejas, ladrillos, ladrillos refractarios, azulejos, gres o porcelana, con una capacidad 
de producción superior a 75 t por día y una capacidad de horneado de más de 4 metros 
cúbicos y más de 300 kg por metro cúbico de densidad de carga por horno.

l) Instalaciones para la extracción de amianto, así como el tratamiento y la
transformación de amianto y de productos que contengan amianto: para los productos de 
amianto-cemento, con una producción anual de más de 20.000 toneladas de productos 
acabados; para los materiales de fricción, con una producción anual de más de 50 toneladas 
de productos acabados; para los demás usos del amianto, una utilización anual de más de 
200 toneladas.

Grupo 5. Industria química, petroquímica, textil y papelera.

a) Instalaciones para la producción a escala industrial de sustancias mediante
transformación química o biológica, de los productos o grupos de productos siguientes:
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1.º Productos químicos orgánicos:

i. Hidrocarburos simples (lineales o cíclicos, saturados o insaturados, alifáticos o
aromáticos).

ii. Hidrocarburos oxigenados, tales como alcoholes, aldehídos, cetonas, ácidos
orgánicos, ésteres y mezclas de ésteres acetatos, éteres, peróxidos, resinas epoxi.

iii. Hidrocarburos sulfurados.
iv. Hidrocarburos nitrogenados, en particular, aminas, amidas, compuestos nitrosos,

nítricos o nitratos, nitrilos, cianatos e isocianatos.
v. Hidrocarburos fosforados.
vi. Hidrocarburos halogenados.
vii. Compuestos orgánicos metálicos.
viii. Materias plásticas (polímeros, fibras sintéticas, fibras a base de celulosa).
ix. Cauchos sintéticos.
x. Colorantes y pigmentos.
xi. Tensioactivos y agentes de superficie.

2.º Productos químicos inorgánicos:

i. Gases y, en particular, el amoniaco, el cloro o el cloruro de hidrógeno, el flúor o fluoruro
de hidrógeno, los óxidos de carbono, los compuestos de azufre, los óxidos del nitrógeno, el 
hidrógeno, el dióxido de azufre, el dicloruro de carbonilo.

ii. Ácidos y, en particular, el ácido crómico, el ácido fluorhídrico, el ácido fosfórico, el
ácido nítrico, el ácido clorhídrico, el ácido sulfúrico, el ácido sulfúrico fumante, los ácidos 
sulfurados.

iii. Bases y, en particular, el hidróxido de amonio, el hidróxido potásico, el hidróxido
sódico.

iv. Sales como el cloruro de amonio, el clorato potásico, el carbonato potásico (potasa),
el carbonato sódico (sosa), los perboratos, el nitrato argéntico.

v. No metales, óxidos metálicos u otros compuestos inorgánicos como el carburo de
calcio, el silicio, el carburo de silicio.

3.º Fertilizantes a base de fósforo, nitrógeno o potasio (fertilizantes simples o
compuestos).

4.º Productos fitosanitarios y de biocidas.
5.º Productos farmacéuticos mediante un proceso químico o biológico.
6.º Productos explosivos.

b) Plantas para el tratamiento previo (operaciones tales como el lavado, blanqueo,
mercerización) o para el teñido de fibras o productos textiles cuando la capacidad de 
tratamiento supere las 10 t diarias.

c) Las plantas para el curtido de pieles y cueros cuando la capacidad de tratamiento
supere las 12 t de productos acabados por día.

d) Plantas industriales para:

1.º La producción de pasta de papel a partir de madera o de otras materias fibrosas
similares.

2.º La producción de papel y cartón, con una capacidad de producción superior a 200 t
diarias.

e) Instalaciones de producción y tratamiento de celulosa con una capacidad de
producción superior a 20 t diarias.

Grupo 6. Proyectos de infraestructuras.

a) Carreteras:

1.º Construcción de autopistas, autovías y carreteras multicarril de nuevo trazado.
2.º Ampliación o acondicionamiento de carreteras convencionales existentes que

impliquen su transformación en autopistas, autovías o carreteras multicarril, de tal manera 
que el tramo de carretera ampliado y/o acondicionado alcance o supere los 10 km, en una 
longitud continuada.
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b) Ferrocarriles:

1.º Construcción de nuevas líneas de ferrocarril de más de 5 km.
2.º Ampliación del número de vías de una línea de ferrocarril existente en una longitud 

continuada de más de 10 km.

c) Proyectos de aeropuertos, según la definición del artículo 39 de la Ley 48/1960, de 21 
de julio, sobre Navegación Aérea, con pistas de despegue y aterrizaje de una longitud igual o 
superior a 2.100 metros.

d) Construcción de puertos comerciales, pesqueros o deportivos que admitan barcos de 
arqueo superior a 1.350 t.

e) Muelles para carga y descarga conectados a tierra y puertos exteriores (con exclusión 
de los muelles para transbordadores) que admitan barcos de arqueo superior a 1.350 t, 
excepto que se ubiquen en zona I, de acuerdo con la Delimitación de los Espacios y Usos 
Portuarios regulados en el artículo 69, letra a), del texto refundido de la Ley de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de 
septiembre.

f) Construcción de vías navegables, reguladas en la Decisión n.º 661/2010/UE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de julio de 2010, sobre las orientaciones de la 
Unión para el desarrollo de la red transeuropea de transporte; y puertos de navegación 
interior que permitan el paso de barcos de arqueo superior a 1.350 t.

Grupo 7. Proyectos de ingeniería hidráulica y de gestión del agua.

a) Se incluyen:

1.º Grandes presas según se definen en el artículo 4 del Real Decreto 264/2021, de 13 
de abril, por el que se aprueban las normas técnicas de seguridad para las presas y sus 
embalses.

2.º Presas y otras instalaciones destinadas a retener el agua o almacenarla de forma 
permanente, cuando el volumen nuevo o adicional de agua almacenada sea superior a 10 
hectómetros cúbicos, o que supongan una inundación nueva o adicional de más de 100 ha.

3.º Nuevas presas o azudes que ocupen modifiquen, supongan embalsamiento o alteren 
el régimen de caudales en más de un 5 % cualquier mes, en espacios naturales protegidos 
incluyendo, las reservas fluviales, las masas de agua en estado muy bueno, las áreas 
críticas para la conservación de especies protegidas o hábitats catalogados como en peligro 
de desaparición.

b) Proyectos de recarga artificial de acuíferos cuando el volumen de agua aportada sea 
igual o superior a 10 hectómetros cúbicos y proyectos para la extracción de aguas 
subterráneas si el volumen anual de agua extraída es igual o superior a 10 hectómetros 
cúbicos.

c) Proyectos para el trasvase de recursos hídricos entre cuencas fluviales, excluidos los 
trasvases de agua de consumo humano por tubería, en cualquiera de los siguientes casos:

1.º Que el trasvase tenga por objeto evitar la posible escasez de agua y el volumen de 
agua trasvasada sea superior a 100 hectómetros cúbicos al año.

2.º Que el flujo medio plurianual de la cuenca de la extracción supere los 2.000 
hectómetros cúbicos al año y el volumen de agua trasvasada supere el 5 % de dicho flujo.

d) Plantas de tratamiento de aguas residuales cuya capacidad sea superior a 150.000 
habitantes-equivalentes.

Grupo 8. Proyectos de tratamiento y gestión de residuos.

a) Instalaciones de incineración de residuos peligrosos definidos en el artículo 2.añ) de la 
Ley 7/2022, 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una economía circular, así 
como el depósito de seguridad o tratamiento químico

b) Instalaciones de incineración de residuos no peligrosos definidos en el artículo 2.an) 
de la Ley 7/2022, de 8 de abril, o de eliminación de dichos residuos mediante tratamiento 
físico-químico con una capacidad superior a 100 t diarias.
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c) Vertederos de residuos no peligrosos que reciban más de 10 t por día o que tengan 
una capacidad total de más de 25.000 t, excluidos los vertederos de residuos inertes.

Grupo 9. Otros proyectos.

a) Los siguientes proyectos cuando se desarrollen en espacios protegidos de la Red 
Natura 2000, en espacios naturales protegidos, en humedales de importancia internacional 
(Ramsar), en sitios naturales de la Lista del Patrimonio Mundial, en áreas o zonas protegidas 
de los Convenios para la protección del medio ambiente marino del Atlántico del Nordeste 
(OSPAR) o para la protección del medio marino y de la región costera del Mediterráneo 
(ZEPIM) y en zonas núcleo de Reservas de la Biosfera de la UNESCO.

No se entienden incluidos los proyectos expresamente permitidos en la zonificación y 
normativa reguladora del espacio. Para acreditar que un proyecto no es susceptible de 
causar efectos adversos apreciables sobre uno de estos espacios, el promotor podrá solicitar 
informe al órgano competente para la gestión de dicho espacio.

1.º Transformación de áreas sin cultivar o áreas naturales o seminaturales para la 
explotación agrícola sobre una superficie mayor de 10 ha.

2.º Concentraciones parcelarias.
3.º Proyectos de gestión de recursos hídricos para la agricultura que supongan la 

transformación en regadío, consolidación o mejora de más de 10 ha.
4.º Proyectos de avenamiento o drenaje de terrenos de más de 10 ha.
5.º Repoblación forestal con especies alóctonas, que caractericen la vegetación 

preexistente, separándose de la dinámica vegetal natural o cambiando el tipo de 
funcionalidad o uso del suelo, sobre superficies superiores a 10 ha.

6.º Tala de vegetación forestal para cambiar en tipo de funcionalidad o uso del suelo en 
superficies superiores a 10 ha.

7.º Instalaciones de vertederos de residuos no peligrosos no incluidos en el grupo 8 de 
este anexo I, así como de residuos inertes o materiales de extracción de origen fluvial, 
terrestre o marino que ocupen más de 1 ha de superficie.

8.º Dragados fluviales y en aguas de transición cuando el volumen extraído sea superior 
a 20.000 metros cúbicos anuales, y dragados marinos cuando el volumen extraído sea 
superior a 20.000 metros cúbicos anuales.

9.º Tuberías para el transporte de productos químicos, de gas y petróleo, con un 
diámetro de más de 800 mm y una longitud superior a 10 km, así como, tuberías para el 
transporte de flujos de dióxido de carbono con fines de almacenamiento geológico, incluidas 
las estaciones de bombeo asociadas.

10.º Líneas eléctricas con una longitud superior a 3 km, excluidas las que atraviesen 
zonas urbanizadas.

11.º Parques eólicos.
12.º Construcción de aeródromos, según la definición establecida en la Ley 48/1960, de 

21 de julio, sobre Navegación Aérea, excepto los aeródromos destinados exclusivamente a 
uso sanitario y de emergencias o a la prevención y extinción de incendios.

13.º Proyectos que requieran la urbanización del suelo para polígonos industriales o usos 
residenciales que ocupen más de 5 ha; Construcción de centros comerciales y 
aparcamientos, fuera de suelo urbanizable y que en superficie ocupen más de 1 ha; 
Instalaciones hoteleras en suelo no urbanizable.

14.º Pistas de esquí, remontes y teleféricos y construcciones asociadas.
15.º Parques temáticos.
16.º Instalaciones de conducción de agua a larga distancia con un diámetro de más de 

800 mm y una longitud superior a 10 km.
17.º Explotaciones y frentes de una misma autorización o concesión a cielo abierto de 

yacimientos minerales y demás recursos geológicos de las secciones A, B, C y D cuyo 
aprovechamiento está regulado por la Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas, y normativa 
complementaria.

18.º Construcción de carreteras convencionales de nuevo trazado.
19.º Extracción o almacenamiento subterráneo de petróleo y gas natural.
20.º Instalaciones para la producción de energía eléctrica a partir de la energía solar 

destinada a su venta que ocupen una superficie de más de 10 ha.
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21.º Proyectos para recuperación de tierras al mar. Quedan excluidas las obras 
realizadas en la zona de servicio de los puertos, salvo que cumplan alguno de los criterios 
generales 1, 2 o 4.a).

b) Cualquier proyecto que suponga un cambio de uso del suelo en una superficie igual o 
superior a 100 ha.

c) Emplazamientos de almacenamiento de conformidad con la Ley 40/2010, de 29 de 
diciembre, de almacenamiento geológico de dióxido de carbono.

d) Instalaciones para la captura de flujos de dióxido de carbono con fines de 
almacenamiento geológico de conformidad con la Ley 40/2010, de 29 de diciembre, de 
almacenamiento geológico de dióxido de carbono, procedente de instalaciones incluidas en 
este anexo, o cuando la captura total anual de dióxido de carbono sea igual o superior a 1,5 
Mt.

ANEXO II
Proyectos sometidos a la evaluación ambiental simplificada regulada en el 

título II, capítulo II, sección 2.ª

Grupo 1. Agricultura, silvicultura, acuicultura y ganadería.

a) Proyectos de concentración parcelaria.
b) Repoblación forestal con especies alóctonas, que caracterizan la vegetación 

preexistente, separándose de la dinámica vegetal natural o cambiando el tipo de 
funcionalidad o uso del suelo, siempre que tengan 25 o más hectáreas, así como por debajo 
de esta superficie cuando cumplan los criterios generales 1 o 2, o utilicen especies alóctonas 
a escala local y su empleo no haya sido previamente autorizado en Planes de Ordenación de 
Recursos Forestales sometidos a evaluación ambiental estratégica.

Tala o destrucción masiva de vegetación forestal para cambiar el tipo de funcionalidad o 
uso del suelo de 10 o más hectáreas, así como las comprendidas entre 1 y 10 h, que 
cumplan los criterios generales 1 o 2, o que supongan la eliminación de arbolado en más de 
1 ha, se desarrollen en zonas con niveles erosión hídrica >10 t/ha*año (Inventario Nacional 
de Erosión de Suelos, INES) o se realicen en zonas en que la vegetación natural o 
seminatural ocupe menos del 5 % de la superficie (círculo de 1 km de radio).

c) Proyectos de transformación, ampliación o consolidación de regadíos de 10 o más 
hectáreas; así como los comprendidos entre 1 ha y 10 ha que cumplan alguno de los 
criterios generales, o que ocupen cauces o humedales permanentes o estacionales 
representados en el mapa Instituto Geográfico Nacional (IGN) a escala 1:25.000, o se 
desarrollen en zonas con niveles de erosión hídrica >10 t/ha*año (Inventario Nacional de 
Erosión de Suelos, INES).

Proyectos de mejora o modernización de regadíos comprendidos entre 10 y 100 ha que 
cumplan alguno de los criterios generales, o que ocupen cauces o humedales permanentes 
o estacionales representados en el mapa IGN a escala 1:25.000, o se desarrollen en zonas 
con niveles de erosión hídrica >10 t/ha*año (INES), o no dispongan de barreras al paso de la 
fauna acuática en la toma o a la caída de la fauna terrestre a la red de canales.

Avenamiento o drenaje de terrenos de 1 o más hectáreas; así como los inferiores a esta 
superficie que se encuentren en alguna de las siguientes circunstancias: criterios generales 
1 o 2, o afecten a terrenos ocupados por vegetación natural, afecten a cauces o humedales 
permanentes o estacionales representados en el mapa IGN a escala 1:25.000 o contemplen 
drenajes a menos de 100 m de cauces o humedales.

d) Proyectos para destinar áreas incultas o con vegetación natural o seminatural a la 
explotación agrícola de 10 o más hectáreas, así como las comprendidas entre 1 y 10 
hectáreas que cumplan los criterios generales 1 o 2, o que supongan la eliminación de 
arbolado en más de 1 ha, o que ocupen cauces o humedales permanentes o estacionales 
representados en el mapa IGN a escala 1:25.000, o se desarrollen en zonas con niveles de 
erosión hídrica >10 t/ha*año (INES), o se realicen en zonas en que la vegetación natural o 
seminatural ocupe menos del 5% de la superficie (círculo de 1 km de radio).

e) Instalaciones para la acuicultura intensiva que tenga una capacidad de producción 
superior a 500 t/año.
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f) Instalaciones destinadas a la cría de animales en explotaciones ganaderas reguladas 
por el Real Decreto 348/2000, de 10 de marzo, por el que se incorpora al ordenamiento 
jurídico la Directiva 95/58/CE, relativa a la protección de animales en las explotaciones 
ganaderas, que superen las siguientes capacidades:

1.º 2.000 plazas para ganado ovino y caprino.
2.º 300 plazas para vacuno de leche.
3.º 600 plazas para vacuno de cebo.
4.º 20.000 plazas para conejos.

Grupo 2. Industrias de productos alimenticios.

a) Instalaciones industriales para la elaboración de grasas y aceites vegetales y 
animales.

b) Instalaciones industriales para el envasado y enlatado de productos animales y 
vegetales.

c) Instalaciones industriales para fabricación de productos lácteos.
d) Instalaciones industriales para la fabricación de cerveza y malta.
e) Instalaciones industriales para la elaboración de confituras y almíbares.
f) Instalaciones para el sacrificio, despiece o descuartizamiento de animales.
g) Instalaciones industriales para la fabricación de féculas.
h) Instalaciones industriales para la fabricación de harina de pescado y aceite de 

pescado.
i) Fábricas de azúcar.

Grupo 3. Perforaciones, dragados y otras instalaciones mineras e industriales.

a) Perforaciones profundas, con excepción de las perforaciones para investigar la 
estabilidad o la estratigrafía de los suelos y el subsuelo, en particular:

1.º Perforaciones geotérmicas excepto las de muy baja entalpía cuando no afecten a 
masas de agua.

2.º Perforaciones para el almacenamiento de residuos radiactivos.
3.º Perforaciones para el abastecimiento de aguas.
4.º Perforaciones petrolíferas o gasísticas de exploración o investigación.

b) Instalaciones en el exterior y en el interior para la gasificación del carbón y pizarras 
bituminosas no incluidas en el anexo I.

c) Exploración mediante sísmica marina excepto proyectos de investigación con fines 
científicos.

d) Extracción de materiales mediante dragados en dominio público marítimo-terrestre, 
incluyendo el dominio público portuario. Quedan excluidos los dragados cuyo objeto sea 
mantener las condiciones hidrodinámicas o de navegabilidad y que a su vez estén sujetos a 
informe de compatibilidad con la estrategia marina conforme al Real Decreto 79/2019, de 22 
de febrero, por el que se regula el informe de compatibilidad y se establecen los criterios de 
compatibilidad con las estrategias marinas; así como aquellos dragados de mantenimiento o 
primer establecimiento que se ejecuten dentro de las zonas de aguas de los puertos y que, 
no incurriendo en ninguno de los supuestos del artículo 7.2.c) de esta ley, dadas sus 
características y de las masas de agua donde se desarrollan, no puedan provocar el 
deterioro del estado potencial ecológico de las mismas.

e) Instalaciones para la captura de flujos de dióxido de carbono con fines de 
almacenamiento geológico de conformidad con la Ley 40/2010, de 29 de diciembre, de 
almacenamiento geológico de dióxido de carbono, procedente de instalaciones no incluidas 
en el anexo I.

f) Explotaciones a cielo abierto de yacimientos minerales y demás recursos geológicos 
de las secciones A, B, C y D reguladas por la Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas. Se 
incluyen las instalaciones (incluidas las de residuos mineros) necesarias para la extracción, 
tratamiento, almacenamiento, aprovechamiento y transporte del mineral, así como para la 
gestión de residuos mineros y restauración del espacio afectado por la actividad minera 
(proyectos no incluidos en el anexo I).
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g) Instalaciones industriales en el exterior para la extracción de carbón, petróleo, gas 
natural, minerales y pizarras bituminosas (proyectos no incluidos en el anexo I).

h) Explotaciones subterráneas de yacimientos minerales y demás recursos geológicos 
de las secciones A, B, C y D reguladas por la Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas. Se 
incluyen las superficies, estructuras e instalaciones (incluidas las de residuos mineros) 
necesarias para la extracción, tratamiento, almacenamiento, aprovechamiento y transporte 
del mineral, así como para la gestión de los residuos mineros y restauración del espacio 
afectado por la actividad minera (proyectos no incluidos en el anexo I).

i) Proyectos de investigación minera cuando incluyan alguno de los siguientes trabajos: 
apertura de un frente piloto, la constitución de una instalación de residuos mineros o la 
ejecución de galerías de investigación minera.

Grupo 4. Industria energética.

a) Instalaciones industriales para la producción de electricidad, vapor y agua caliente 
(proyectos no incluidos en el anexo I).

b) Construcción de líneas eléctricas (proyectos no incluidos en el anexo I) con un voltaje 
igual o superior a 15 kV, que tengan una longitud superior a 3 km, incluidas sus 
subestaciones asociadas, así como por debajo de los anteriores umbrales cuando cumplan 
los criterios generales 1 o 2, o no incluyan las medidas preventivas establecidas en el Real 
Decreto 1432/2008, de 29 de agosto, por el que se establecen medidas para la protección de 
la avifauna contra la colisión y la electrocución en líneas eléctricas de alta tensión, o 
discurran a menos de 200 m de población o de 100 m de viviendas aisladas en alguna parte 
de su recorrido, salvo que discurran íntegramente en subterráneo por suelo urbanizado.

c) Repotenciación de líneas de transmisión de energía eléctrica existentes cuando 
cumplan los criterios generales 1 o 2.

d) Fabricación industrial de briquetas de hulla y de lignito.
e) Instalaciones para generación de energía hidroeléctrica diferentes a las contempladas 

en el anexo I. Se exceptúan las turbinas que se instalen en el interior de tuberías o canales 
preexistentes que no supongan ocupación adicional de terrenos ni alteraciones del caudal o 
profundidad en las masas de agua con que dichas conducciones o canales estén 
conectadas.

f) Instalaciones industriales para el transporte de vapor y agua caliente, de oleoductos y 
gasoductos, y tuberías para el transporte de flujos de dióxido de carbono con fines de 
almacenamiento geológico (proyectos no incluidos en el anexo I).

g) Instalaciones para el reprocesado y almacenamiento de residuos radiactivos (no 
incluidas en el anexo I).

h) Instalaciones para la utilización de la fuerza del viento para la producción de energía 
(parques eólicos) no incluidos en el anexo I.

i) Instalaciones para la producción de energía en medio marino y en aguas de transición.
j) Instalaciones para la producción de energía eléctrica a partir de la energía solar no 

incluidas en el anexo I, ni instaladas sobre cubiertas o tejados de edificios, así como, las que 
ocupen una superficie inferior a 5 ha salvo que cumplan los criterios generales 1 o 2.

k) Almacenamiento para uso industrial de gas natural sobre el terreno.
l) Almacenamiento subterráneo para uso industrial de gases combustibles.
m) Almacenamiento sobre el terreno para uso industrial de combustibles fósiles no 

incluidos en el anexo I.
n) Almacenamiento energético stand-alone a través de baterías electroquímicas o con 

cualquier tecnología de carácter hibridado con instalaciones de energía eléctrica.
No obstante lo anterior, la incorporación de un módulo de almacenamiento 

electroquímico en una hibridación quedará exenta del trámite de evaluación de impacto 
ambiental simplificada siempre que dicho almacenamiento se sitúe dentro de la poligonal 
evaluada ambientalmente en el proyecto energético original y siempre que este proyecto 
original cuente con declaración de impacto ambiental favorable o, en su caso, informe de 
impacto ambiental favorable.

Grupo 5. Industria siderúrgica y del mineral. Producción y elaboración de equipos de 
transporte y metales

a) Hornos de coque (destilación seca del carbón).
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b) Instalaciones para la fabricación de fibras minerales artificiales.
c) Astilleros.
d) Instalaciones para la construcción y reparación de aeronaves.
e) Fabricación de material ferroviario.
f) Fabricación y montaje de vehículos de motor y fabricación de motores para vehículos.
g) Embutido de fondo mediante explosivos.
h) Instalaciones para la producción de lingotes de hierro o de acero (fusión primaria o 

secundaria), incluidas las instalaciones de fundición continua.
i) Instalaciones para la elaboración de metales ferrosos, no incluidas en el anexo I, 

mediante:

1.º Laminado en caliente.
2.º Forjado con martillos.
3.º Aplicación de capas protectoras de metal fundido.

j) Fundiciones de metales ferrosos no incluidos en el anexo I.
k) Instalaciones para la fundición (incluida la aleación) de metales no ferrosos, con 

excepción de metales preciosos, incluidos los productos de recuperación (refinado, restos de 
fundición, etc.) no incluidas en el anexo I.

l) Instalaciones para el tratamiento de la superficie de metales y materiales plásticos por 
proceso electrolítico o químico no incluidas en el anexo I.

m) Instalaciones de calcinación y de sinterizado de minerales metálicos no incluidas en 
el anexo I.

n) Instalaciones para la fabricación de cemento no incluidas en el anexo I.
o) Instalaciones para la producción de amianto y para la fabricación de productos a base 

de amianto (proyectos no incluidos en el anexo I).
p) Instalaciones para la fabricación de vidrio, incluida la fibra de vidrio, no incluidas en el 

anexo I.
q) Instalaciones para la fundición de sustancias minerales, incluida la producción de 

fibras minerales, no incluidas en el anexo I.
r) Instalaciones para la fabricación de productos cerámicos mediante horneado, en 

particular tejas, ladrillos, ladrillos refractarios, azulejos, gres o porcelana no incluidos en el 
anexo I.

Grupo 6. Industria química, petroquímica, textil y papelera.

a) Instalaciones industriales de tratamiento de productos intermedios y producción de 
productos químicos.

b) Instalaciones industriales para la producción de pesticidas y productos farmacéuticos, 
pinturas y barnices, elastómeros y peróxidos.

c) Instalaciones industriales de almacenamiento de productos petrolíferos, petroquímicos 
y químicos.

d) Instalaciones industriales para la fabricación y tratamiento de productos a base de 
elastómeros.

e) Instalaciones industriales para la producción de papel y cartón (proyectos no incluidos 
en el anexo I).

f) Plantas para el tratamiento previo (operaciones tales como el lavado, blanqueo, 
mercerización) o para el teñido de fibras o productos textiles, no incluidas en el anexo I.

g) Plantas para el curtido de pieles y cueros, no incluidas en el anexo I.
h) Instalaciones de producción y tratamiento de celulosa, no incluidas en el anexo I.
i) Instalaciones industriales para la producción de hidrógeno electrolítico, fotoelectrolítico 

o fotocatalítico a partir de fuentes renovables.

Grupo 7. Proyectos de infraestructuras.

a) Proyectos de zonas industriales.
b) Proyectos de urbanizaciones, incluida la construcción de centros comerciales y 

aparcamientos.
c) Proyectos ferroviarios:

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
LEGISLACIÓN CONSOLIDADA

Página 76 47



1.º Construcción de líneas ferroviarias (proyectos no incluidos en el anexo I) y de 
estaciones de trasbordo intermodal de viajeros y de terminales intermodales de mercancías.

2.º Modificación de trazado de planta de líneas ferroviarias que excedan de la zona de 
protección ferroviaria.

3.º Soterramiento de tramos de líneas ferroviarias.
4.º Electrificación de líneas ferroviarias no electrificadas e implantación de cerramiento 

en línea de ferrocarril.
5.º Ampliación del número de vías de una línea de ferrocarril existente o instalación de 

tercer hilo o carril (proyectos no incluidos en el anexo I), cuando se desarrolle en zonas de 
protección acústica especial.

d) Proyectos de aeródromos, según la definición de la Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre 
Navegación Aérea, (no incluidos en el anexo I), así como cualquier modificación en la 
operación de los aeródromos que figuran en el anexo I o anexo II, que puedan tener efectos 
significativos para el medio ambiente. Quedan exceptuados los aeródromos destinados, 
exclusivamente, a uso sanitario y de emergencias o a la prevención y extinción de incendios, 
salvo que cumplan los criterios generales 1 o 2.

e) Obras de alimentación artificial de playas cuyo volumen de aportación de arena 
supere los 500.000 metros cúbicos y aquellas de volumen inferior situadas a menos de 500 
m de zonas con presencia de comunidades de fanerógamas marinas o que cumplan alguno 
de los criterios generales 1, 2 o 4.a).

f) Tranvías, metros aéreos y subterráneos, líneas suspendidas o líneas similares de un 
determinado tipo, que sirvan exclusiva o principalmente para el transporte de pasajeros.

g) Construcción de vías navegables tierra adentro (no incluidas en el anexo I).
h) Obras costeras destinadas a combatir la erosión y obras marítimas que puedan alterar 

la costa, por ejemplo, por la construcción de diques, malecones, espigones y otras obras de 
defensa contra el mar. Quedan excluidos el mantenimiento y la reconstrucción de tales obras 
y las obras realizadas en la zona de servicio de los puertos, salvo que cumplan alguno de los 
criterios generales 1, 2 o 4.a).

i) Ampliación de carreteras convencionales existentes, que impliquen su transformación 
en autopistas, autovías o carreteras multicarril, no incluidas en el anexo I y construcción de 
carreteras convencionales de nuevo trazado, no incluidas en el anexo I.

j) Construcción de puertos, incluidos los puertos pesqueros y deportivos (proyectos no 
incluidos en el anexo I). Quedan excluidas las obras realizadas en la zona de servicio de los 
puertos, salvo que puedan generar alteraciones en la costa por afección a la dinámica litoral 
o cumpla los criterios generales 1, 2 o 4.a).

Grupo 8. Proyectos de ingeniería hidráulica y de gestión del agua.

a) Proyectos de recarga artificial de acuíferos no incluidos en el anexo I.
Proyectos de extracción de aguas subterráneas de más de un 1 % del recurso disponible 

del acuífero correspondiente que no se encuentren incluidos en el anexo I.
Las definiciones del apartado anterior deben entenderse en el contexto establecido por el 

Reglamento de la Planificación Hidrológica, aprobado por Real Decreto 907/2007, de 6 de 
julio, por la instrucción de planificación hidrológica, aprobada por Orden ARM/2656/2008, de 
10 de septiembre, y modificado por el Real Decreto 1159/2021, 28 de diciembre, y por el 
Plan Hidrológico de la demarcación correspondiente vigente, normas de transposición 
nacional de la Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre 
de 2000, por la que se establece un marco comunitario en el ámbito de la política de aguas.

b) Proyectos de obras para el trasvase de recursos hídricos entre cuencas fluviales, no 
incluidos en el anexo I.

c) Obras de encauzamiento, proyectos de defensa de cauces y márgenes, y dragados 
fluviales no incluidos en el anexo I, cuando la modificación de las características físicas de la 
masa de agua pueda provocar el deterioro del estado o potencial ecológico de la misma o de 
otras aguas abajo, o cuando cumplan los criterios generales 1 o 2.

d) Plantas de tratamiento de aguas residuales cuya capacidad esté comprendida entre 
los 10.000 y los 150.000 habitantes-equivalentes, así como las de menor capacidad cuando 
cumplan alguno de los criterios generales 1, 2 o 4.a) y c).
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e) Instalaciones de desalación o desalobración de agua con un volumen nuevo o 
adicional superior a 3.000 metros cúbicos al día.

f) Instalaciones de conducción de agua a larga distancia no incluidas en el anexo I, 
situadas en suelo no urbano y que tengan una longitud superior a 10 km, así como aquellas 
por debajo de este umbral cuando cumplan los criterios generales 1 o 2.

g) Presas y azudes incluidos sus recrecimientos y vaciados o dragados de los embalses, 
excepto actuaciones de mantenimiento que no se desarrollen en espacios protegidos, y que 
puedan modificar el régimen ordinario de caudales.

Balsas y otras instalaciones destinadas a retener o a almacenar agua con capacidad 
igual o superior a 200.000 metros cúbicos, así como las comprendidas entre 200.000 y 5.000 
metros cúbicos, que cumplan alguno de los criterios generales 1, 2 o 3. Demolición o puesta 
fuera de servicio de las presas del apartado 1.º (grandes presas) y presas destinadas a 
retener el agua o almacenarla, permanente, cuando el volumen de agua almacenada sea 
superior a 10 hectómetros cúbicos o que supongan una inundación de más de 100 ha.

Grupo 9. Otros proyectos.

a) Pistas permanentes de carreras y de pruebas para vehículos motorizados.
b) Instalaciones de eliminación o valorización de residuos no incluidas en el anexo I, 

excepto la eliminación o valorización de residuos propios no peligrosos en el lugar de 
producción.

c) Lugares para depositar lodos.
d) Almacenamiento de chatarra, incluidos vehículos desechados.
e) Instalaciones o bancos de prueba de motores, turbinas o reactores.
f) Instalaciones para la recuperación o destrucción de sustancias explosivas.
g) Pistas de esquí, remontes, teleféricos y construcciones asociadas (proyectos no 

incluidos en el anexo I).
h) Campamentos permanentes para tiendas de campaña o caravanas.
i) Parques temáticos (proyectos no incluidos en el anexo I).
j) Proyectos para recuperación de tierras al mar quedando excluidas las obras en la zona 

de servicio de los puertos, salvo que cumplan alguno de los criterios 1, 2 o 4.a).
k) Urbanizaciones turísticas y complejos hoteleros fuera de las zonas urbanas, y 

construcciones asociadas.
l) Cualquier proyecto que suponga un cambio de uso del suelo en una superficie igual o 

superior a 50 ha o igual o superior a 10 ha si cumple los criterios generales 1 o 2.

ANEXO III
Criterios para determinar si un proyecto del anexo II se somete a evaluación 

ambiental ordinaria o simplificada

Apartado A: Criterios mencionados en el artículo 47.2 para determinar si un proyecto del 
anexo II debe someterse a evaluación de impacto ambiental ordinaria.

1. Características de los proyectos: Las características de los proyectos deberán 
considerarse, en particular, desde el punto de vista de:

a) Las dimensiones y el diseño del conjunto del proyecto.
b) La acumulación con otros proyectos, existentes y/o aprobados.
c) La utilización de recursos naturales, en particular la tierra, el suelo, el agua y la 

biodiversidad.
d) La generación de residuos.
e) La contaminación y otras perturbaciones.
f) Los riesgos de accidentes graves y/o catástrofes relevantes para el proyecto en 

cuestión, incluidos los provocados por el cambio climático, de conformidad con los 
conocimientos científicos.

g) Los riesgos para la salud humana (por ejemplo, debido a la contaminación del agua, 
del aire, o la contaminación electromagnética).
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2. Ubicación de los proyectos: la sensibilidad medioambiental de las áreas geográficas,
que puedan verse afectadas por los proyectos, deberá considerarse teniendo en cuenta los 
principios de sostenibilidad, en particular:

a) El uso presente y aprobado del suelo.
b) La abundancia relativa, la disponibilidad, la calidad y la capacidad regenerativa de los

recursos naturales de la zona y su subsuelo (incluidos el suelo, la tierra, el agua y la 
biodiversidad).

c) La capacidad de absorción del medio natural, con especial atención a las áreas
siguientes:

1.º Humedales, zonas ribereñas, desembocaduras de ríos.
2.º Zonas costeras y medio marino.
3.º Áreas de montaña y de bosque.
4.º Reservas naturales y parques.
5.º Áreas clasificadas o protegidas por la legislación del Estado o de las comunidades

autónomas; lugares Red Natura 2000.
6.º Áreas en las que se han rebasado ya los objetivos de calidad medioambiental

establecidos en la legislación aplicable, y pertinentes para el proyecto, o en las que se 
considere que se ha producido un incumplimiento de dichas normas de calidad 
medioambientales.

7.º Áreas de gran densidad demográfica.
8.º Paisajes y lugares con significación histórica, cultural y/o arqueológica.
9.º Áreas con potencial afección al patrimonio cultural.
10.º Masas de agua superficiales y subterráneas contempladas en la planificación

hidrológica y sus respectivos objetivos ambientales

3. Características del potencial impacto: los potenciales efectos significativos de los
proyectos en el medio ambiente, deben considerarse en relación con los criterios 
establecidos en los apartados 1 y 2, y teniendo presente el impacto del proyecto sobre los 
factores señalados en el artículo 45, apartado 1.e), teniendo en cuenta:

a) La magnitud y el alcance espacial del impacto (por ejemplo, área geográfica y tamaño
de la población que pueda verse afectada).

b) La naturaleza del impacto.
c) El carácter transfronterizo del impacto.
d) La intensidad y complejidad del impacto.
e) La probabilidad del impacto.
f) El inicio previsto y duración, frecuencia y reversibilidad del impacto.
g) La acumulación del impacto con los impactos de otros proyectos existentes y/o

aprobados.
h) La posibilidad de reducir el impacto de manera eficaz.

Apartado B: Criterios generales para sometimiento a evaluación ambiental simplificada
de proyectos situados por debajo de los umbrales establecidos en el anexo II:

1. Proyectos en espacios protegidos Red Natura 2000, en espacios naturales protegidos,
en humedales de importancia internacional (Ramsar), en sitios naturales de la Lista del 
Patrimonio Mundial, en áreas o zonas protegidas de los Convenios para la protección del 
medio ambiente marino del Atlántico del Nordeste (OSPAR) o para la protección del medio 
marino y de la región costera del Mediterráneo (ZEPIM) y en zonas núcleo o tampón de 
Reservas de la Biosfera de la UNESCO. No se entienden incluidos los proyectos 
expresamente permitidos por la zonificación y normativa reguladora del espacio, así como 
los proyectos no susceptibles de causar efectos adversos apreciables, de acuerdo con el 
informe emitido por el órgano competente para la gestión de dicho espacio.

2. Proyectos solapados con elementos de infraestructura verde formalmente declarados
por su papel como corredores o conectores ecológicos, áreas críticas de los planes de 
recuperación o conservación de especies amenazadas u otras áreas importantes para la 
conservación de especies en régimen de protección especial, hábitats de interés 
comunitario, que presenten un estado de conservación desfavorable en la unidad 
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biogeográfica, o áreas declaradas por las autoridades competentes para la protección de 
especies objeto de pesca o marisqueo, excepto aquellos proyectos respecto de los que el 
órgano competente para la gestión del espacio informe que no son susceptibles de causar 
efectos adversos.

3. Proyectos que, en fase de explotación, tomen agua a partir de:

a) Masas de agua superficial formalmente declaradas de mal estado/potencial ecológico, 
o con buen estado/potencial ecológico, cuando la extracción de agua supere el 5 % del 
caudal medio en el punto de toma en un mes determinado, calculado a partir de una serie 
representativa de acuerdo con los criterios de la Instrucción de Planificación Hidrológica.

b) Masas de agua subterránea en mal estado cuantitativo, o en buen estado cuantitativo, 
cuando la extracción anual supere el 1 % de los recursos disponibles.

c) Zonas protegidas por la Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 23 de octubre de 2000, por la que se establece un marco comunitario de actuación en el 
ámbito de la política de aguas, Directiva Marco del Agua, y en el Real Decreto Legislativo 
1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Aguas: 
perímetros de protección de captaciones para consumo humano, de aguas minerales y 
termales, zonas para protección de hábitats o especies, de especies económicamente 
significativas, reservas hidrológicas y humedales de importancia internacional Ramsar o 
incluidos en el Inventario Español de Zonas Húmedas [apartados 2 (a, b, c, g y h) y 3 (a y c) 
del artículo 24 del Reglamento de la Planificación Hidrológica, aprobado por el Real Decreto 
907/2007, de julio].

4. Proyectos que, en fase de explotación, viertan agua y puedan causar contaminación 
difusa o puntual, incluyendo retornos, sobre:

a) Masas de agua superficial que no alcanzan el buen estado/potencial ecológico o 
químico.

b) Masas de agua subterránea con mal estado químico.
c) Zonas protegidas por la Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 

de 23 de octubre de 2000, por la que se establece un marco comunitario de actuación en el 
ámbito de la política de aguas, Directiva Marco del Agua, y en el texto refundido de la Ley de 
Aguas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio: Perímetros de 
protección de captaciones para consumo humano, de aguas minerales y termales, zonas 
para protección de hábitats o especies, de especies económicamente significativas, baño, 
zonas vulnerables a la contaminación por nitratos de origen agrario, zonas sensibles, 
reservas hidrológicas y humedales de importancia internacional Ramsar o incluidos en el 
Inventario Español de zonas Húmedas [apartados 2 (a, b, c, d, e, f, g y h) y 3 (a y c) del 
artículo 24 del Reglamento de la Planificación Hidrológica].
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TÍTULO II
Clasificación y régimen jurídico de los montes

CAPÍTULO I
Clasificación de los montes

Artículo 11.  Montes públicos y montes privados.
1. Por razón de su titularidad los montes pueden ser públicos o privados.
2. Son montes públicos los pertenecientes al Estado, a las comunidades autónomas, a 

las entidades locales y a otras entidades de derecho público.
3. Son montes privados los pertenecientes a personas físicas o jurídicas de derecho 

privado, ya sea individualmente o en régimen de copropiedad.
4. Los montes vecinales en mano común son montes privados que tienen naturaleza 

especial derivada de su propiedad en común sin asignación de cuotas, siendo la titularidad 
de éstos de los vecinos que en cada momento integren el grupo comunitario de que se trate 
y sujetos a las limitaciones de indivisibilidad, inalienabilidad, imprescriptibilidad e 
inembargabilidad. Sin perjuicio de lo previsto en la Ley 55/1980, de 11 de noviembre, de 
Montes Vecinales en Mano Común, se les aplicará lo dispuesto para los montes privados.

Artículo 12.  Montes de dominio público y montes patrimoniales.
1. Son de dominio público o demaniales e integran el dominio público forestal:

a) Por razones de servicio público, los montes incluidos en el Catálogo de Montes de 
Utilidad Pública a la entrada en vigor de esta ley, así como los que se incluyan en él de 
acuerdo con el artículo 16.

b) Los montes comunales, pertenecientes a las entidades locales, en tanto su 
aprovechamiento corresponda al común de los vecinos.

c) Aquellos otros montes que, sin reunir las características anteriores, hayan sido 
afectados a un uso o servicio público.

2. Son montes patrimoniales los de propiedad pública que no sean demaniales.

Artículo 12 bis.  Montes protectores y montes con otras figuras de especial protección.
(Suprimido)

Artículo 13.  Montes catalogados de utilidad pública.
A partir de la entrada en vigor de esta ley, las comunidades autónomas podrán declarar 

de utilidad pública e incluir en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública los montes públicos 
comprendidos en alguno de los siguientes supuestos:

a) Los que sean esenciales para la protección del suelo frente a los procesos de erosión.
b) Los situados en las cabeceras de las cuencas hidrográficas y aquellos otros que 

contribuyan decisivamente a la regulación del régimen hidrológico, incluidos los que se 
encuentren en los perímetros de protección de las captaciones superficiales y subterráneas 
de agua, evitando o reduciendo aludes, riadas e inundaciones y defendiendo poblaciones, 
cultivos e infraestructuras, o mejorando el abastecimiento de agua en cantidad o calidad.

c) Los que eviten o reduzcan los desprendimientos de tierras o rocas y el aterramiento 
de embalses y aquellos que protejan cultivos e infraestructuras contra el viento.

d) Los que sin reunir plenamente en su estado actual las características descritas en los 
párrafos a), b) o c) sean destinados a la repoblación o mejora forestal con los fines de 
protección en ellos indicados.

e) Los que contribuyan a la conservación de la diversidad biológica a través del 
mantenimiento de los sistemas ecológicos, la protección de la flora y la fauna o la 
preservación de la diversidad genética y, en particular, los que constituyan o formen parte de 
espacios naturales protegidos, zonas de especial protección para las aves, zonas de 
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especial conservación, lugares de interés geológico u otras figuras legales de protección, así 
como los que constituyan elementos relevantes del paisaje.

f) Aquellos otros que establezca la comunidad autónoma en su legislación.

CAPÍTULO II
Régimen jurídico de los montes públicos

Artículo 14.  Régimen jurídico de los montes demaniales.
Los montes del dominio público forestal son inalienables, imprescriptibles e 

inembargables y no están sujetos a tributo alguno que grave su titularidad.

Artículo 15.  Régimen de usos en el dominio público forestal.
1. La Administración gestora de los montes demaniales podrá dar carácter público a 

aquellos usos respetuosos con el medio natural, siempre que se realicen sin ánimo de lucro 
y de acuerdo con la normativa vigente, en particular con lo previsto en los instrumentos de 
planificación y gestión aplicables, y cuando sean compatibles con los aprovechamientos, 
autorizaciones o concesiones legalmente establecidos.

2. La Administración gestora de los montes demaniales someterá a otorgamiento de 
autorizaciones aquellas actividades que, de acuerdo con la normativa autonómica, la 
requieran por su intensidad, peligrosidad o rentabilidad. En los montes catalogados será 
preceptivo el informe favorable del órgano forestal de la comunidad autónoma.

3. Los aprovechamientos forestales en el dominio público forestal se regirán por lo que 
se establece en los artículos 36 y 37 de esta ley.

4. La Administración gestora de los montes demaniales someterá a otorgamiento de 
concesión todas aquellas actividades que impliquen una utilización privativa del dominio 
público forestal. En los montes catalogados, esta concesión requerirá el informe favorable de 
compatibilidad con la persistencia de los valores naturales del monte por parte del órgano 
forestal de la comunidad autónoma.

5. En los procedimientos de concesión y autorización de actividades económicas 
promovidas por la administración gestora del monte que vayan a realizarse en montes 
demaniales, sin perjuicio de lo dispuesto en la regulación de los montes comunales, se 
respetarán los principios de publicidad, objetividad, imparcialidad y transparencia. Se 
aplicará además el principio de concurrencia competitiva conforme a los instrumentos o 
directrices de planificación y gestión del mismo en los siguientes supuestos:

a) cuando se trate de una actividad de servicios que se promueva por la administración 
gestora del monte.

b) cuando el ejercicio de la actividad excluya el ejercicio de otras actividades por 
terceros.

Los criterios en que se basará la concesión y autorización para la realización de 
actividades de servicios estarán directamente vinculados a lo dispuesto en los instrumentos 
o directrices de planificación y gestión del monte.

La duración de dichas autorizaciones y concesiones será como máximo de 75 años, de 
acuerdo con sus características, y no dará lugar a renovación automática ni a ventajas a 
favor del anterior titular o personas vinculadas con él.

Artículo 16.  Catálogo de Montes de Utilidad Pública.
1. El Catálogo de Montes de Utilidad Pública es un registro público de carácter 

administrativo en el que se inscriben todos los montes declarados de utilidad pública.
2. La inclusión y exclusión de montes en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública y la 

llevanza de éste corresponde a las comunidades autónomas en sus respectivos territorios. 
Las comunidades autónomas darán traslado al Ministerio de Medio Ambiente de las 
inscripciones que practiquen así como de las resoluciones administrativas y sentencias 
judiciales firmes que conlleven modificaciones en el catálogo, incluidas las que atañen a 
permutas, prevalencias y resoluciones que, con carácter general, supongan la revisión y 
actualización de los montes catalogados.
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3. La inclusión en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública de los montes públicos a los 
que se refiere el artículo 13 se hará de oficio o a instancia del titular, y se adoptará por 
acuerdo del máximo órgano de gobierno de cada comunidad autónoma, a propuesta de su 
respectivo órgano forestal, previa instrucción del correspondiente procedimiento en el que 
deberá ser oída la Administración titular y, en su caso, los titulares de derechos sobre dichos 
montes.

4. La exclusión de un monte del Catálogo de Montes de Utilidad Pública sólo procederá 
cuando haya perdido las características por las que fue catalogado y se regulará por el 
procedimiento descrito en el apartado anterior. La exclusión parcial o permuta de una parte 
no significativa de un monte catalogado podrá ser autorizada por acuerdo del máximo 
órgano de gobierno de cada comunidad autónoma, a propuesta de su órgano forestal, 
siempre que suponga una mejor definición de la superficie del monte o una mejora para su 
gestión y conservación.

5. Con carácter excepcional, por acuerdo del máximo órgano de gobierno de cada 
comunidad autónoma, previo informe de su órgano forestal y, en su caso, de la entidad 
titular, se podrá autorizar la exclusión o permuta de una parte de un monte catalogado por 
causa de interés público prevalente.

Artículo 17.  Desafectación de montes demaniales.
1. La desafectación de los montes catalogados del dominio público forestal requerirá, sin 

perjuicio de lo previsto en el artículo 18.4, su previa exclusión del catálogo.
2. La desafectación de los restantes montes demaniales se tramitará por su 

Administración titular y requerirá, en todo caso, el informe favorable del órgano forestal de la 
comunidad autónoma.

3. La comunidad autónoma regulará el procedimiento de desafectación de los montes 
demaniales.

Artículo 18.  Efectos jurídicos de la inclusión de los montes en el Catálogo de Montes de 
Utilidad Pública.

1. La declaración de utilidad pública de un monte no prejuzga ninguna cuestión de 
propiedad, pero constituye una presunción de posesión a favor de la entidad a la que el 
catálogo otorga su pertenencia. La titularidad que en el catálogo se asigne a un monte sólo 
puede impugnarse en juicio declarativo ordinario de propiedad ante los tribunales civiles, no 
permitiéndose el ejercicio de las acciones reales del artículo 250.1.7 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil.

2. En los casos en los que se promuevan juicios declarativos ordinarios de propiedad de 
montes catalogados, será parte demandada la comunidad autónoma, además de, en su 
caso, la entidad titular del monte. En todas las actuaciones que se realicen en los 
procedimientos judiciales a que se refiere este artículo deberá ser emplazada a su debido 
tiempo la representación de la administración gestora, declarándose nulas en caso contrario.

3. La Administración titular o gestora inscribirá los montes catalogados, así como 
cualquier derecho sobre ellos, en el Registro de la Propiedad, mediante certificación 
acompañada por un plano topográfico del monte o el levantado para el deslinde a escala 
apropiada, debidamente georreferenciados, y en todo caso la certificación catastral 
descriptiva y gráfica en la que conste la referencia catastral del inmueble o inmuebles que 
constituyan la totalidad del monte catalogado, de acuerdo con el texto refundido de la Ley del 
Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo. En caso 
de discrepancia se estará a lo que disponga la legislación hipotecaria sobre la inscripción de 
la representación gráfica de las fincas en el Registro de la Propiedad.

4. Cuando un monte catalogado se halle afectado por un expediente del cual pueda 
derivarse otra declaración de demanialidad distinta de la forestal, y sin perjuicio de lo que, en 
su caso, disponga la declaración de impacto ambiental, las Administraciones competentes 
buscarán cauces de cooperación al objeto de determinar cuál de tales declaraciones debe 
prevalecer.

En el supuesto de discrepancia entre las Administraciones, resolverá, según la 
Administración que haya tramitado el expediente, el Consejo de Ministros o el órgano que la 
comunidad autónoma determine. En el caso de que ambas fueran compatibles, la 
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Administración que haya gestionado el expediente tramitará, en pieza separada, un 
expediente de concurrencia, para armonizar el doble carácter demanial.

Cuando se trate de montes afectados por obras o actuaciones de interés general del 
Estado, resolverá el Consejo de Ministros, oída la comunidad autónoma afectada.

Artículo 18 bis.  Segregación de fincas parcialmente afectadas al dominio público forestal.
1. Cuando una finca registral de titularidad pública sea objeto de afectación parcial al 

dominio público forestal, la Administración titular podrá segregar la parte demanial de la 
patrimonial mediante certificación administrativa que será título suficiente para su inscripción 
en el Registro de la Propiedad.

2. En los expedientes administrativos de segregación regulados en el apartado anterior 
resultará de aplicación lo dispuesto en los artículos 13 y 46.2 del texto refundido de la Ley 
del Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo.

Artículo 19.  Características jurídicas de los montes patrimoniales.
1. La usucapión o prescripción adquisitiva de los montes patrimoniales sólo se dará 

mediante la posesión en concepto de dueño, pública, pacífica y no interrumpida durante 30 
años.

2. Se entenderá interrumpida la posesión a efectos de la prescripción por la realización 
de aprovechamientos forestales, por la iniciación de expedientes sancionadores o por 
cualquier acto posesorio realizado por la administración titular o gestora del monte.

CAPÍTULO III
Recuperación posesoria y deslinde de los montes públicos

Artículo 20.  Investigación y recuperación posesoria de los montes públicos.
1. Los titulares de los montes públicos, por propia iniciativa o a instancia de la 

Administración gestora en los montes catalogados, tendrán la facultad de investigar la 
situación de los terrenos que se presuman pertenecientes a su patrimonio, según lo 
establecido en el artículo 45 y siguientes de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del 
Patrimonio de las Administraciones Públicas, a cuyo efecto podrán recabar todos los datos e 
informes que se consideren necesarios.

La Administración gestora deberá colaborar en dicha investigación, poniendo a 
disposición de la administración titular los medios técnicos y documentales de los que 
disponga.

2. Los titulares de los montes demaniales, junto con la Administración gestora en los 
montes catalogados, podrán ejercer la potestad de recuperación posesoria de los poseídos 
indebidamente por terceros, que no estará sometida a plazo y respecto a la que no se 
admitirán acciones posesorias ni procedimientos especiales.

Artículo 21.  Deslinde de montes de titularidad pública.
1. Los titulares de los montes públicos, junto con la Administración gestora en los montes 

catalogados, gozarán de la potestad de deslinde administrativo de sus montes. La 
administración forestal competente podrá colaborar en su caso en el deslinde de estos 
montes, poniendo a disposición de la Administración titular los medios técnicos y 
documentales de los que disponga.

2. (Derogado)
3. El deslinde de los montes no catalogados se ajustará al procedimiento que determinen 

las respectivas Administraciones públicas titulares.
El deslinde de los montes catalogados se ajustará al procedimiento que determinen las 

comunidades autónomas y, cuando afecte a montes de titularidad estatal, será preceptivo el 
informe de la Abogacía del Estado.

4. Los deslindes deberán aprobarse a la vista de los documentos acreditativos o 
situaciones de posesión cualificada que acrediten la titularidad pública del monte objeto del 
deslinde, así como de la cartografía catastral y la certificación catastral descriptiva y gráfica 
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del inmueble o inmuebles afectados, y establecerán sus límites con sus cabidas y plano 
georreferenciado si se dispone de él, debiendo concretarse igualmente los gravámenes 
existentes.

5. Solamente tendrán valor y eficacia en el acto del apeo los títulos de dominio inscritos 
en el Registro de la Propiedad y sentencias firmes en juicio declarativo de propiedad.

6. El deslinde aprobado y firme supone la delimitación del monte y declara con carácter 
definitivo su estado posesorio, a reserva de lo que pudiera resultar de un juicio declarativo de 
propiedad.

7. La resolución será recurrible tanto por los interesados como por los colindantes ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa, una vez agotada la vía administrativa, por razones de 
competencia o procedimiento, y ante la jurisdicción civil si lo que se discute es el dominio, la 
posesión o cualquier otro derecho real.

8. La resolución definitiva del expediente de deslinde es título suficiente, según el caso, 
para la inmatriculación del monte, para la inscripción de rectificación de la descripción de las 
fincas afectadas y para la cancelación de las anotaciones practicadas con motivo del 
deslinde en fincas excluidas del monte deslindado. Esta resolución no será título suficiente 
para rectificar los derechos anteriormente inscritos a favor de los terceros a que se refiere el 
artículo 34 de la Ley Hipotecaria.

9. Una vez que el acuerdo de aprobación del deslinde fuera firme, se procederá al 
amojonamiento, con participación, en su caso, de los interesados. La Administración 
actuante deberá formalizar la correspondiente comunicación al Catastro Inmobiliario del 
resultado del deslinde, de acuerdo con la normativa catastral.

10. Podrá pedirse a nombre del Estado o de la comunidad autónoma, y se acordará por 
los jueces y tribunales, la nulidad de actuaciones en los procedimientos judiciales a que se 
refiere este artículo cuando no haya sido emplazada a su debido tiempo la representación 
procesal del Estado o la de la comunidad autónoma, cualquiera que sea el estado en el que 
se encuentren los referidos procedimientos.

CAPÍTULO IV
Régimen de los montes privados

Artículo 22.  Asientos registrales de montes privados.
1. Toda inmatriculación o inscripción de exceso de cabida en el Registro de la Propiedad 

de un monte o de una finca colindante con monte demanial o ubicado en un término 
municipal en el que existan montes demaniales requerirá el previo informe favorable de los 
titulares de dichos montes y, para los montes catalogados, el del órgano forestal de la 
comunidad autónoma.

2. Tales informes se entenderán favorables si desde su solicitud por el registrador de la 
propiedad transcurre un plazo de tres meses sin que se haya recibido contestación. La nota 
marginal de presentación tendrá una validez de cuatro meses.

3. Para los montes catalogados, los informes favorables o el silencio administrativo 
positivo derivado del apartado 2 no impedirán el ejercicio por la Administración de las 
oportunas acciones destinadas a la corrección del correspondiente asiento registral.

Artículo 23.  Gestión de los montes privados.
1. Los montes privados se gestionan en la forma que disponga su titular, sin perjuicio de 

lo dispuesto en la legislación específica y en el Código Civil.
2. Los titulares de estos montes podrán contratar su gestión con personas físicas o 

jurídicas de derecho público o privado o con los órganos forestales de las comunidades 
autónomas donde el monte radique.

3. La gestión de estos montes se ajustará, en caso de disponer de él, al correspondiente 
instrumento de gestión o planificación forestal. La aplicación de dichos instrumentos será 
supervisada por el órgano forestal de la comunidad autónoma. A falta de dicho instrumento, 
la gestión del titular conllevará la necesaria autorización previa para los aprovechamientos 
forestales en los términos que la comunidad autónoma establezca conforme a lo dispuesto 
en los artículos 36 y 37 de esta ley.
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Artículo 24.  Declaración de montes protectores.
1. Podrán ser declarados protectores aquellos montes o terrenos forestales de titularidad 

privada que cumplan alguna de las condiciones que para los montes públicos establece el 
artículo 13.

2. La declaración de monte protector se hará por la Administración de la comunidad 
autónoma correspondiente, previo expediente en el que, en todo caso, deberán ser oídos los 
propietarios y la entidad local donde radique. Igual procedimiento se seguirá para la 
desclasificación una vez que las circunstancias que determinaron su inclusión hubieran 
desaparecido.

3. Las comunidades autónomas crearán registros de montes protectores de carácter 
administrativo en que constarán las cargas, gravámenes y demás derechos reales que 
soportan los montes incluidos en ellos.

4. Se crea el Registro Nacional de Montes Protectores. Las comunidades autónomas 
remitirán al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente la información relativa a 
los asientos que se produzcan en sus registros conforme al apartado anterior a fin de 
elaborar y mantener actualizado el Registro Nacional.

El Registro tendrá carácter informativo y dependerá del Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente. Su organización y funcionamiento se establecerán 
reglamentariamente previa consulta a las comunidades autónomas.

Artículo 24 bis.  Gestión de montes protectores.
1. La gestión de los montes protectores corresponde a sus propietarios, sin perjuicio de 

lo dispuesto en la legislación específica. El gestor deberá presentar a la Administración 
forestal de la comunidad autónoma el correspondiente proyecto de ordenación de montes o 
plan dasocrático, en caso de no disponer de un instrumento de planificación de ordenación 
de recursos naturales o forestal vigente en la zona.

2. Las limitaciones que se establezcan en la gestión de los montes protectores por razón 
de las funciones ecológicas, de protección o sociales que cumplen podrán ser compensadas 
económicamente en los términos previstos en el capítulo III del título VI.

Artículo 24 ter.  Registros de montes protectores y de montes con otras figuras de especial 
protección.

(Suprimido)

Artículo 24 quáter.  Montes protectores y con otras figuras de especial protección de 
titularidad privada.

(Suprimido)

CAPÍTULO V
Derecho de adquisición preferente y unidades mínimas de actuación forestal

Artículo 25.  Derecho de adquisición preferente. Tanteo y retracto.
1. Las comunidades autónomas tendrán derecho de adquisición preferente, a reserva de 

lo dispuesto en el apartado 2, en los siguientes casos de transmisiones onerosas:

a) De montes de superficie superior a un límite a fijar por la comunidad autónoma 
correspondiente.

b) De montes declarados protectores conforme al artículo 24.

2. En el caso de fincas o montes enclavados en un monte público o colindantes con él, el 
derecho de adquisición preferente corresponderá a la Administración titular del monte 
colindante o que contiene al enclavado. En el caso de montes colindantes con otros 
pertenecientes a distintas Administraciones públicas, tendrá prioridad en el ejercicio del 
derecho de adquisición preferente aquella cuyo monte tenga mayor linde común con el 
monte en cuestión.
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3. No habrá derecho de adquisición preferente cuando se trate de aportación de capital 
en especie a una sociedad en la que los titulares transmitentes deberán ostentar una 
participación mayoritaria durante cinco años como mínimo.

4. Para posibilitar el ejercicio del derecho de adquisición preferente a través de la acción 
de tanteo, el transmitente deberá notificar fehacientemente a la Administración pública titular 
de ese derecho los datos relativos al precio y características de la transmisión proyectada, la 
cual dispondrá de un plazo de tres meses, a partir de dicha notificación, para ejercitar dicho 
derecho, mediante el abono o consignación de su importe en las referidas condiciones.

5. Los notarios y registradores no autorizarán ni inscribirán, respectivamente, las 
correspondientes escrituras sin que se les acredite previamente la práctica de dicha 
notificación de forma fehaciente.

6. Si se llevara a efecto la transmisión sin la indicada notificación previa, o sin seguir las 
condiciones reflejadas en ella, la Administración titular del derecho de adquisición preferente 
podrá ejercer acción de retracto en el plazo de un año contado desde la inscripción de la 
transmisión en el Registro de la Propiedad o, en su defecto, desde que la Administración 
hubiera tenido conocimiento oficial de las condiciones reales de dicha transmisión.

7. El derecho de retracto al que se refiere este artículo es preferente a cualquier otro.

Artículo 26.  Límite a la segregación de montes.
Serán indivisibles, salvo por causa no imputable al propietario, las parcelas forestales de 

superficie inferior al mínimo que establecerán las comunidades autónomas.

Artículo 27.  Agrupación de montes.
Las Administraciones públicas fomentarán la agrupación de montes, públicos o privados, 

con el objeto de facilitar una ordenación y gestión integrada mediante instrumentos de 
gestión forestal que asocien a pequeños propietarios.

Artículo 27 bis.  Montes de socios.
1. Son montes de socios aquellos cuya titularidad corresponde, en pro indiviso, a varias 

personas y alguna de ellas son desconocidas, con independencia de su denominación y de 
su forma de constitución.

2. Cualquiera de los copropietarios de un monte de socios, con independencia de cuál 
sea su cuota de participación, podrá promover la constitución de una junta gestora ante el 
órgano competente en gestión forestal, que convocará, a instancia de parte, a todos los 
copropietarios conocidos. La junta gestora, una vez constituida, será el órgano de gobierno y 
representación de la comunidad en tanto existan cuotas de participación vacantes y sin 
dueño conocido, mediante comunicación al efecto a todos los demás copropietarios 
conocidos.

La junta gestora comunicará la existencia de una o varias cuotas de participación que 
carecen de dueño conocido a la Dirección General del Patrimonio del Estado, a fin de que 
proceda en cumplimiento de lo previsto en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del 
Patrimonio de las Administraciones Públicas y en su Reglamento de desarrollo, aprobado 
por Real Decreto 1373/2009, de 28 de agosto.

3. Para la válida constitución de la junta gestora, será necesario el acuerdo de, al menos, 
las cuatro quintas partes de los propietarios conocidos, y su formalización por escrito. Se 
levantará acta de la constitución de la junta gestora en la que figure la identificación del 
monte o montes afectados, la designación al menos de un presidente y un secretario y las 
normas de funcionamiento interno, que deberán incluir el criterio de incorporación de nuevos 
miembros.

4. Corresponde a la junta gestora:

a) La representación y la gestión de la comunidad. Para ello podrá adoptar los actos de 
gestión y de administración que mejor convengan a los intereses comunes, lo que incluye la 
gestión y el disfrute del monte de socios y de todos sus productos y la enajenación de toda 
clase de aprovechamientos forestales, agrícolas, ganaderos, energéticos y mineros, así 
como cualquier otro acto para el que estén facultados los propietarios por esta ley. La junta 
gestora podrá acordar el reparto de beneficios generados entre los socios, en proporción a 
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su participación, con exclusión de los correspondientes a las partes no esclarecidas, que 
deberán invertirse en la mejora del monte.

b) La promoción de los expedientes de investigación de la titularidad de las cuotas 
vacantes, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 45 y siguientes de la Ley 33/2003, de 
3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas y demás normativa 
aplicable. La junta gestora tratará de identificar a los titulares de las cuotas vacantes, 
mediante cualesquiera pruebas documentales o de otra clase admitidas en derecho; en 
particular, mediante los datos obrantes en el Registro de la Propiedad, en el Catastro, en 
escrituras públicas, en testimonios y actas notariales o en partidas de nacimiento o de 
bautismo de los últimos titulares conocidos y de sus descendientes, sin perjuicio de las 
competencias de la Dirección General del Patrimonio del Estado.

5. Para la válida adopción de acuerdos se requerirá el voto favorable de la mayoría de 
las cuotas de participación de los propietarios conocidos, presentes o representados.

6. La junta gestora se disolverá una vez todos los comuneros estén identificados 
conforme a derecho, momento a partir del cual se somete a las reglas de comunidad de 
bienes en régimen de pro indiviso, no procediendo la acción de división hasta que no se 
haya procedido a la identificación de la totalidad de las cuotas vacantes.

7. La Dirección General del Patrimonio del Estado incoará el correspondiente 
procedimiento de investigación respecto a las cuotas vacantes siempre que de la 
comunicación de la junta gestora se desprenda que existen indicios fundados de que dichas 
cuotas carecen efectivamente de dueño.

Al procedimiento de investigación se incorporarán las diligencias realizadas por la junta 
gestora tendentes al esclarecimiento de la titularidad de las cuotas, que no necesitarán ser 
reiteradas por la Administración General del Estado.

En el caso de que se acreditase la existencia de cuotas vacantes, tales cuotas se 
entenderán afectadas por ministerio de la ley al Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente cuando se acuerde su incorporación al patrimonio de la Administración 
General del Estado, declarándose así en la resolución que ponga fin al procedimiento de 
investigación.

El resultado de dicha identificación será objeto de declaración ante el Catastro 
Inmobiliario, a fin de incorporar al mismo las alteraciones catastrales que, en su caso, 
procedan.

En todo caso, sobre dichas cuotas podrá iniciarse un procedimiento de enajenación al 
amparo de lo establecido en el artículo 112.6 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del 
Patrimonio de las Administraciones Públicas.

8. Los propietarios de los montes de socios se regirán en lo que no se oponga a esta 
regulación, por lo dispuesto en los artículos 392 y siguientes del Código Civil y, en particular, 
tendrán derecho de retracto. En cualquier caso, el derecho de retracto legal entre condueños 
no será aplicable en la transmisión ínter vivos otorgada a favor del cónyuge o parientes por 
consanguinidad dentro del segundo grado del condómino o sociedades unipersonales del 
mismo.

9. A las juntas gestoras constituidas se les asignará identificación fiscal para la 
realización de negocios jurídicos de su competencia.

TÍTULO III
Gestión forestal sostenible

CAPÍTULO I
Información forestal

Artículo 28.  Estadística forestal española.
1. El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente coordinará con los demás 

órganos competentes de la Administración General del Estado y las comunidades 
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VICEPRESIDENCIA 
PRIMERA DEL GOBIERNO 
 
MINISTERIO  
DE HACIENDA 

 
SECRETARÍA DE ESTADO DE HACIENDA 
 
 
 
 
DIRECCIÓN GENERAL DEL CATASTRO 

Resolución, de 23 de octubre de 2024, de la Dirección General del Catastro, sobre los 
elementos precisos para la determinación de los valores de referencia de los bienes inmuebles 
rústicos sin construcciones del ejercicio 2025. 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 6.1.a) del Real Decreto 206/2024, de 27 de 
febrero (BOE número 52, de 28 de febrero), por el que se desarrolla la estructura orgánica básica 
del Ministerio de Hacienda, así como en la disposición final tercera del texto refundido de la Ley 
del Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo (BOE 
número 58, del 8 de marzo), la Dirección General del Catastro debe determinar de forma 
objetiva, a partir de los datos obrantes en el Catastro y con el límite del valor de mercado, el 
valor de referencia de cada inmueble, entendiendo por tal, el resultante de la observación y 
análisis de los precios comunicados por los fedatarios públicos en las compraventas inmobiliarias 
efectuadas. 
  
Las conclusiones del análisis de los precios de compraventas inmobiliarias elevadas a escritura 
pública consisten en la asignación de módulos de valor medio de los productos inmobiliarios 
representativos en cada ámbito territorial homogéneo de valoración, y se incluyen, además de 
en el Informe Anual del Mercado Inmobiliario, en los mapas de valores que se publican en la 
sede electrónica de la Dirección General del Catastro (www.sedecatastro.gob.es) 
 
A este efecto, el centro directivo ha elaborado el Informe Anual del Mercado Inmobiliario 
Rústico 2024 (en adelante IAMIR) a partir de los correspondientes Informes Anuales del 
Mercado Inmobiliario de los ámbitos de competencia de las Gerencias Regionales del Catastro. 
De este Informe Anual ha tenido conocimiento la Comisión Superior de Coordinación 
Inmobiliaria de arreglo con el artículo 6 del Real Decreto 417/2006, de 7 de abril, por el que se 
desarrolla el texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/2004, de 5 de marzo. 
 
Para la determinación del valor de referencia de cada inmueble, de acuerdo con la disposición 
final tercera del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, la Dirección General del 
Catastro debe aprobar los elementos precisos mediante resolución. En este sentido, la 
disposición transitoria novena del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario señala que 
dicha resolución debe definir el ámbito de aplicación y concretar los criterios y reglas de cálculo 
del valor de referencia, importes y los campos de aplicación de coeficientes correctores de 
localización, agronómicos y socioeconómicos de los bienes inmuebles rústicos sin construcción. 
 
La Comisión Superior de Coordinación Inmobiliaria, en sesión de 19 de septiembre de 2024, ha 
informado favorablemente el contenido de esta resolución. 
 
Por todo lo anterior, y de acuerdo a lo establecido en la disposición transitoria novena del citado 
texto refundido, resuelvo aprobar los elementos precisos para la determinación del valor de 
referencia de los inmuebles rústicos sin construcción, que surtirán efectos a partir del 1 de enero 
de 2025, de acuerdo con las siguientes disposiciones y tomando en consideración los datos 
obrantes en el catastro inmobiliario en el momento de su determinación: 
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Disposición primera. Ámbito de aplicación. 
 

La presente resolución es de aplicación para la determinación de los valores de referencia de los 
inmuebles rústicos sin construcción. 

 
No obstante lo anterior, las siguientes causas de tipo técnico podrán implicar, en su caso, que el 
valor de referencia de un inmueble no exista y no pueda ser certificado a una determinada fecha: 

 
i. Cuando el inmueble se encuentre en suelo urbanizable incluido en ámbitos o 

sectores sin ordenación detallada, en suelos pendientes de desarrollo urbanístico 
o afectados por inconcreción urbanística. 
 

ii. Cuando alguna de las subparcelas que forman parte del inmueble, no se 
corresponden con productos inmobiliarios representativos 

 
iii. Cuando las condiciones de compraventa libre entre partes independientes no 

puedan ser reproducidas por alguna limitación, y así se justifique por la Dirección 
General del Catastro. 

 
iv. Cuando se trate de inmuebles que, ubicados en una zona afectada gravemente 

por una emergencia de protección civil, hayan sido dañados físicamente de forma 
directa por una catástrofe originada por causas naturales o derivadas de la acción 
humana, sea accidental o intencionada.  

 
v. Cuando el grado de actualización de los datos obrantes en el Catastro impidan el 

cálculo del valor de referencia. 
 

vi. Cuando se trate de inmuebles con precio de transmisión fijado por subasta 

pública, notarial, judicial o administrativa, en el periodo de efectos de esta 

resolución.  

 
vii. Cuando la coherencia lógico-informática de la descripción del inmueble en la base 

de datos catastral adolezca de algún defecto que imposibilite la obtención 
matemática del valor de referencia del mismo. 

 
 
Disposición segunda. Ámbitos Territoriales Homogéneos (ATH) 
 
Los ámbitos territoriales homogéneos de valoración a los que se refiere la disposición final tercera 

del TRLCI, delimitarán zonas geográficas continuas o discontinuas que engloben municipios del 

ámbito de competencia de una misma Gerencia Regional del Catastro, en los que el precio 

unitario de las compraventas de los inmuebles rústicos permita un tratamiento homogéneo de los 

mismos. 

 
El mapa de ámbitos territoriales homogéneos, que contiene la delimitación de éstos, se publica en 

la Sede Electrónica del Catastro (www.sedecatastro.gob.es). Así mismo, en el Anexo I de la 

presente resolución se incluye el listado de los ATH, el mapa con su delimitación y los municipios 

incluidos en cada  ATH. 
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Disposición tercera. Agrupaciones de Cultivos o Aprovechamientos (AC) 

 

A efectos de la determinación del valor de referencia de los inmuebles rústicos, el cultivo o 

aprovechamiento existente en cada subparcela se asignará a una de las 25 agrupaciones de 

cultivos o aprovechamientos (AC) definidas en el Anexo II de la presente resolución. Estas 25 

agrupaciones de cultivos o aprovechamientos (AC) se clasifican en tres tipos: agrícola, agroforestal 

y forestal. 

 
 
Disposición cuarta. Módulos de valor de productos inmobiliarios representativos. 
 
Los productos inmobiliarios representativos en un ámbito territorial homogéneo serán aquellas 

agrupaciones de cultivos o aprovechamientos cuya dinámica inmobiliaria sea suficientemente 

significativa y así se deduzca del análisis de los precios comunicados por los fedatarios públicos e 

incluidos en el informe anual del mercado inmobiliario rústico. 

 

El módulo de valor medio del producto inmobiliario representativo de cada ámbito territorial 

homogéneo se corresponderá con una medida de tendencia central resultante del análisis 

realizado sobre los precios de las compraventas comunicadas por los fedatarios públicos para 

cada agrupación de cultivo o aprovechamiento representativa. 

 

Los módulos de valor medio se expresarán en euros/hectárea (€/ha). 

 

El listado de módulos de valor medio de productos inmobiliarios representativos resultantes del 

IAMIR 2024 se incluye en el Anexo III. 

  

Disposición quinta. Criterios y reglas de cálculo específicas para la determinación del valor de 
referencia de inmuebles rústicos. 
 

De acuerdo con el TRLCI, el valor de referencia de los inmuebles rústicos sin construcción 

resultará de la aplicación de los módulos de valor medio de los productos inmobiliarios 

representativos en los ámbitos territoriales homogéneos de valoración recogidos en el informe 

anual del mercado inmobiliario rústico y en los mapas de valores correspondientes. Asimismo, 

cuando así lo prevea el informe anual del mercado inmobiliario correspondiente, serán de 

aplicación coeficientes correctores de localización, agronómicos y socioeconómicos, cuyos 

importes serán los indicados en dicho informe. 

 

A los efectos previstos en la presente resolución, la valoración de un inmueble rústico se 

hará como suma de las valoraciones de las subparcelas que lo integran. 

 

La expresión que recoge los factores que intervienen en la formación del valor de 

referencia es la siguiente: 
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VR = (∑ (MV x FA x Sup x CS)) x FLS x CP x DE x FM 
En la que: 
 
VR = Valor de referencia, en euros. 
 
MV = Módulos de valor de los productos inmobiliarios representativos asignados en el 
Informe Anual del Mercado Inmobiliario Rústico (IAMIR), en euros/hectárea. 
 
FA = Coeficiente agronómico de aptitud para la producción. 
 
Sup = Superficie de la subparcela, en hectáreas. 
 
CS = Coeficiente agronómico de superficie excesiva.  
 
FLS = Coeficiente de localización y socioeconómico. 
 
CP = Coeficiente agronómico por concentración parcelaria. 
 
DE = Coeficiente de depreciación económica por características de localización y 
agronómicas. 
 
FM = Factor de minoración de los bienes inmuebles rústicos sin construcción. 

 
Todos los coeficientes son compatibles entre sí, salvo los coeficientes CP y CS que no pueden 
aplicarse de manera conjunta. 
 
 
Disposición sexta. Campo de aplicación de los coeficientes correctores de localización, 
agronómicos y socioeconómicos. 

  

i. Coeficientes agronómicos 
 
a) Coeficiente agronómico de aptitud para la producción (FA): Se obtendrá 

mediante la utilización de la siguiente tabla: 

 

AC FA 

FCS -0,0063 x P + 1,1855 

FSR -0,0037 x P + 1,0474 

FSS -0,0043 x P + 1,0848 

OLR -0,0047 x P + 1,0772 

OLS -0,0053 x P + 1,0922 

TAR -0,0066 x P + 1,0569 

TAS -0,0072 x P + 1,1001 

VIS -0,0073 x P + 1,0983 

PRD -0,0045 x P + 1,1025 

PST -0,0034 x P + 1,0455 

VIR -0,0026 x P + 1,0385 
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P = pendiente de la subparcela (%): Calculada como la mediana de las 

pendientes obtenidas en los nodos del modelo digital del terreno (MDT) que 

se superponen con la subparcela. 

 

Para el resto de AC se considera FA = 1 

 

b) Coeficiente agronómico de superficie excesiva (CS): Aplicable sobre la 

superficie de la subparcela que exceda de la definida para cada ATH y AC en 

el anexo IV. Esta superficie extrema a partir de la cual se aplica el coeficiente 

se calcula en función de la distribución de superficies de las subparcelas de 

cada AC en cada ATH. No es de aplicación en el caso de parcelas de zonas 

concentradas. 

Este coeficiente será: 0,80. 

 

c) Coeficiente agronómico por concentración parcelaria (CP): Aplicable a todas 

las parcelas de una zona concentrada.  

Este coeficiente será: 1,10. 

 

ii. Coeficiente de localización y socioeconómico (FLS): Aplicable a las parcelas, 

teniendo en cuenta el  grado de construcción de las parcelas circundantes y el 

municipio en el que se encuentra el inmueble.  

 

Dicho coeficiente se obtendrá, para cada agrupación de municipios, mediante la 

utilización de las siguientes tablas, en las cuales:  

- AM es el grupo de municipios en el que se encuentra incluido el inmueble. 

Los grupos están definidos en función de las características de población y 

renta de los municipios, y se detalla su clasificación en el Anexo V.  

- Rango de construcciones: número de inmuebles con construcción en un 

radio de 300 metros a partir del límite de la parcela.  

FLS- AGRUPACIÓN DE MUNICIPIOS 1: 

RANGO DE CONSTRUCCIONES AM1 

Sin construcciones FLS-0 1,00 

De 1 a 5 FLS-1 1,00 

De 6 a 15 FLS-2 1,06 

De 16 a 25 FLS-3 1,06 

De 26 a 50 FLS-4 1,06 

De 51 a 100 FLS-5 1,11 

Mayor de 100 FLS-6 1,37 
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FLS- AGRUPACIÓN DE MUNICIPIOS 2: 

RANGO DE CONSTRUCCIONES AM2 

Sin construcciones FLS-0 1,00 

De 1 a 5 FLS-1 1,03 

De 6 a 15 FLS-2 1,09 

De 16 a 25 FLS-3 1,16 

De 26 a 50 FLS-4 1,17 

De 51 a 100 FLS-5 1,17 

Mayor de 100 FLS-6 1,17 

 

FLS- AGRUPACIÓN DE MUNICIPIOS 3: 

RANGO DE CONSTRUCCIONES AM3 

Sin construcciones FLS-0 1,00 

De 1 a 5 FLS-1 1,01 

De 6 a 15 FLS-2 1,03 

De 16 a 25 FLS-3 1,07 

De 26 a 50 FLS-4 1,09 

De 51 a 100 FLS-5 1,12 

Mayor de 100 FLS-6 1,12 

 

FLS- AGRUPACIÓN DE MUNICIPIOS 4: 

RANGO DE CONSTRUCCIONES AM4 

Sin construcciones FLS-0 0,98 

De 1 a 5 FLS-1 1,00 

De 6 a 15 FLS-2 1,01 

De 16 a 25 FLS-3 1,04 

De 26 a 50 FLS-4 1,04 

De 51 a 100 FLS-5 1,08 

Mayor de 100 FLS-6 1,08 
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iii. Coeficiente de depreciación económica por características de localización y

agronómicas (DE): Aplicable a la parcela, según la siguiente tabla:

DE-1: DEPRECIACIÓN ECONÓMICA POR LOCALIZACIÓN: 

PARA AQUELLOS INMUEBLES CON ESPECIALES CARACTERÍSTICAS DE ACCESIBILIDAD: SIN 

ACCESO DIRECTO A VÍAS DE COMUNICACIÓN TERRESTRES.  

0,60 

DE-2: DEPRECIACIÓN ECONÓMICA POR LOCALIZACIÓN: 

PARA AQUELLOS INMUEBLES CON ESPECIALES CARACTERÍSTICAS DE ACCESIBILIDAD: 

OROGRAFÍA QUE DIFICULTA LA SACA DE LOS PRODUCTOS DE LA EXPLOTACIÓN. 

0,90 

DEPRECIACIÓN ECONÓMICA POR 

CARACTERÍSTICAS AGRONÓMICAS: 

PARA AQUELLOS INMUEBLES CUYO 

ESTADO AGRONÓMICO Y 

CIRCUNSTANCIAS INTRÍNSECAS 

CONDICIONAN SU APROVECHAMIENTO 

AGRÍCOLA, GANADERO O FORESTAL 

ORDINARIO. 

DE-3: CIRCUNSTANCIAS QUE 

CONDICIONAN DE FORMA PARCIAL: 

Inmuebles afectados parcialmente por 

circunstancias intrínsecas que condicionan 

su aprovechamiento o inmuebles que  

requieren una inversión que conlleva 

trabajos de reestructuración, implantación 

de infraestructuras y recuperación o nueva 

implantación del cultivo o 

aprovechamiento a partir de un cultivo 

previo herbáceo. 

0,90 

DE-4: CIRCUNSTANCIAS QUE 
CONDICIONAN DE FORMA INTEGRAL: 
Inmuebles afectados totalmente por 
circunstancias intrínsecas que condicionan 
su aprovechamiento o  inmuebles que 
requieren una inversión que conlleva 
trabajos de reestructuración, implantación 
de infraestructuras y recuperación o nueva 
implantación del cultivo o 
aprovechamiento a partir de un cultivo 
previo arbustivo o arbóreo. 

0,75 

Disposición séptima. Factor de minoración. 

A los solos efectos de la determinación del valor de referencia de cada inmueble incluido 

en el ámbito de aplicación de la presente resolución, al objeto de que el mismo tenga como límite 

el valor de mercado, y en cumplimiento de la disposición final tercera y de la transitoria novena 

del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, se aplicará al valor de referencia resultante 

de la aplicación de las directrices de la presente resolución el factor de minoración determinado 

en la Orden Ministerial. 
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Disposición octava. Efectos. 

Esta resolución servirá a los solos efectos de la determinación de los valores de referencia 

de los inmuebles rústicos sin construcción de su ámbito de aplicación, a partir del 1 de enero de 

2025. 

Disposición novena. Anexos. 

Se incorporan como Anexos a la presente resolución los siguientes documentos: 

ANEXO I. Ámbitos Territoriales Homogéneos 

ANEXO II. Agrupaciones de cultivos o aprovechamientos 

ANEXO III. Módulos de valor medio de productos inmobiliarios representativos. 

ANEXO IV. Superficie Excesiva para cada Ámbito Territorial Homogéneo y Agrupación de 

cultivo o aprovechamiento. 

ANEXO V. Agrupaciones de Municipios (AM) 

C
S

V
: 

W
6S

M
6J

Y
8Z

9B
M

Y
1K

0
 (

ve
rif

ic
ab

le
 e

n 
ht

tp
s:

//w
w

w
.s

ed
ec

at
as

tr
o.

go
b.

es
) 

 | 
 F

ec
ha

 d
e 

fir
m

a:
 2

3/
10

/2
02

4
D

oc
um

en
to

 fi
rm

ad
o 

co
n 

C
S

V
 p

or
: F

E
R

N
A

N
D

O
 D

E
 A

R
A

G
Ó

N
 A

M
U

N
Á

R
R

IZ

70



71



jpchico
Cuadro de texto

jpchico
Cuadro de texto

jpchico
Cuadro de texto

jpchico
Cuadro de texto

jpchico
Cuadro de texto

jpchico
Sello

jpchico
Sello










	f68476322ce495947c396ce6994756ce1102ff53caae30980b5f1be71e8c2d2f.pdf
	Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas.
	TÍTULO II. Limitaciones de la propiedad sobre los terrenos contiguos a la ribera del mar por razones de protección del dominio público marítimo-terrestre
	CAPÍTULO I. Objetivos y disposiciones generales
	Artículo 20.
	Artículo 21.
	Artículo 22.

	CAPÍTULO II. Servidumbres legales
	Sección 1.ª Servidumbre de protección
	Artículo 23.
	Artículo 24.
	Artículo 25.
	Artículo 26.

	Sección 2.ª Servidumbre de tránsito
	Artículo 27.

	Sección 3.ª Servidumbre de acceso al mar
	Artículo 28.

	CAPÍTULO III. Otras limitaciones de la propiedad
	Artículo 29.

	CAPÍTULO IV. Zona de influencia
	Artículo 30.

	TÍTULO III. Utilización del dominio público marítimo-terrestre
	CAPÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 31.
	Artículo 32.
	Artículo 33.
	Artículo 34.
	Artículo 35.
	Artículo 36.
	Artículo 37.
	Artículo 38.
	Artículo 39.
	Artículo 40.
	Artículo 41.

	CAPÍTULO II. Proyectos y obras
	Artículo 42.
	Artículo 43.
	Artículo 44.
	Artículo 45.
	Artículo 46.

	CAPÍTULO III. Reservas y adscripciones
	Sección 1.ª Reservas
	Artículo 47.
	Artículo 48.

	Sección 2.ª Adscripciones
	Artículo 49.
	Artículo 50.

	CAPÍTULO IV. Autorizaciones
	Sección 1.ª Disposiciones generales
	Artículo 51.
	Artículo 52.
	Artículo 53.
	Artículo 54.
	Artículo 55.

	Sección 2.ª Vertidos
	Artículo 56.
	Artículo 57.
	Artículo 58.
	Artículo 59.
	Artículo 60.
	Artículo 61.
	Artículo 62.

	Sección 3.ª Extracciones de áridos y dragados
	Artículo 63.

	CAPÍTULO V. Concesiones
	Artículo 64.
	Artículo 65.
	Artículo 66.
	Artículo 67.
	Artículo 68.
	Artículo 69.
	Artículo 70.
	Artículo 71.
	Artículo 72.

	CAPÍTULO VI. Disposiciones comunes a autorizaciones y concesiones
	Artículo 73.
	Artículo 74.
	Artículo 75.
	Artículo 76.
	Artículo 77.
	Artículo 78.
	Artículo 79.
	Artículo 80.
	Artículo 81.

	TÍTULO IV. Régimen económico-financiero de la utilización del dominio público marítimo-terrestre
	CAPÍTULO I. Financiación de obras y otras actuaciones
	Artículo 82.
	Artículo 83.

	CAPÍTULO II. Cánones y tasas
	Artículo 84.
	Artículo 85.
	Artículo 86.
	Artículo 87.

	CAPÍTULO II bis. Contribuciones especiales
	Artículo 87 bis.

	CAPÍTULO III. Fianzas
	Artículo 88.

	CAPÍTULO IV. Valoración de rescates
	Artículo 89.

	TÍTULO V. Infracciones y sanciones
	CAPÍTULO I. Infracciones
	Artículo 90.


	Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.
	TÍTULO I. Principios y disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto y finalidad.
	Artículo 2. Principios de la evaluación ambiental.
	Artículo 3. Actuación y relaciones entre Administraciones Públicas.
	Artículo 4. Cooperación en el marco de la Conferencia Sectorial de Medio Ambiente.
	Artículo 5. Definiciones.
	Artículo 6. Ámbito de aplicación de la evaluación ambiental estratégica.
	Artículo 7. Ámbito de aplicación de la evaluación de impacto ambiental.
	Artículo 8. Supuestos excluidos de evaluación ambiental y proyectos excluibles.
	Artículo 9. Obligaciones generales.
	Artículo 10. Falta de emisión de las declaraciones e informes ambientales.
	Artículo 11. Determinación del órgano ambiental y del órgano sustantivo.
	Artículo 12. Resolución de discrepancias.
	Artículo 13. Relación entre la evaluación ambiental estratégica y la evaluación de impacto ambiental.
	Artículo 14. Relación entre la evaluación de impacto ambiental y la autorización ambiental integrada.
	Artículo 15. Confidencialidad.
	Artículo 16. Capacidad técnica y responsabilidad del autor de los estudios y documentos ambientales.

	TÍTULO II. Evaluación ambiental
	CAPÍTULO I. Evaluación ambiental estratégica
	Sección 1.ª Procedimiento de la evaluación ambiental estratégica ordinaria para la formulación de la declaración ambiental estratégica
	Artículo 17. Trámites y plazos de la evaluación ambiental estratégica ordinaria.
	Artículo 18. Solicitud de inicio de la evaluación ambiental estratégica ordinaria.

	ANEXO II. Proyectos sometidos a la evaluación ambiental simplificada regulada en el título II, capítulo II, sección 2.ª
	ANEXO III. Criterios para determinar si un proyecto del anexo II se somete a evaluación ambiental ordinaria o simplificada
	ANEXO IV. Contenido del estudio ambiental estratégico


	Insertar desde: "Prep hoja restauracion edaficas.pdf"
	prep hoja restauracion prop edaficas
	prep 2 hoja restauracion prop edaficas
	prep 3 hoja restauracion prop edaficas


